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Capítulo tercero

EL PODER LEGISLATIVO EN LA ERA 
DE LOS GOBIERNOS SIN MAYORÍA. 

¿NUEVA RELACIÓN CON EL PODER EJECUTIVO?

I. Retos de los primeros años de democracia 
en un contexto de gobierno sin mayoría

Podemos convenir que la reforma electoral de 1996, junto con la elección in-
termedia de 1997, son los dos eventos que marcaron el fin de la era del presi-
dencialismo autoritario de partido hegemónico, para dar lugar a un régimen 
democrático de pluralismo limitado que, potencialmente, podría transfor-
marlo en un sistema presidencial democrático. Entramos en un periodo de 
presidencialismo transicional (Valadés, 2018) que hasta ahora comprende los 
veintiún años de gobiernos divididos o gobiernos sin mayoría (1997-2018), 
en el que se van perdiendo algunas características autoritarias, pero que no 
acaba de consolidarse en un sistema democrático.

Las democracias no son regímenes estáticos, aun en las más consoli-
dadas, hay cambios importantes en cualquier momento histórico que ana-
licemos. Si aceptamos la categórica definición de Michelangelo Bovero, 
siguiendo a Kelsen y a Bobbio (2020), hay dos regímenes y sólo dos; un 
régimen es democrático o es autocrático, y los movimientos institucionales 
en un determinado país, en un momento de la historia, nos acercan o nos 
alejan del paradigma de uno o de otro. Dicho de una manera pesimista, 
cualquier democracia siempre corre el riesgo de moverse hacia formas me-
nos democráticas y más autoritarias.

Hay razones suficientes para afirmar que México inició un periodo de 
régimen democrático en 1997, aunque evidentemente quedaba un largo 
camino por recorrer: el proceso de consolidación que exigía, por un lado, 
una serie de cambios institucionales en casi todos los ámbitos del sector 
público, y por el otro, la transformación de la cultura política autoritaria 
que dominaba en México. La reforma constitucional que transformó al IFE 
en un órgano constitucional autónomo fue un cambio institucional de tal 
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envergadura, que significó el final del sistema normativo que sostenía a un 
partido hegemónico que desde 1977 había venido perdiendo fuerza entre 
los electores.

La transición democrática fue posible porque entre 1977 y 1996, a través de 
seis reformas sucesivas, se construyeron las normas y las instituciones que per-
mitieron la disputa civilizada de la diversidad política que ya se encontraba 
asentada en el país. Fueron operaciones que respondían a necesidades de una 
sociedad modernizada (si se quiere de manera contrahecha) que no cabía ni 
quería hacerlo bajo el manto de una sola organización partidista. Y el mérito 
del PRI fue el de comprender esa necesidad —en ocasiones “rechinando los 
dientes” y poniendo obstáculos— y el de contribuir a un proceso pausado de 
transformación política que al final arrojó el tránsito de un partido hegemó-
nico a un sistema competitivo de partidos, de elecciones sin competencia a 
comicios altamente disputados, y de un mundo de la representación básica-
mente monocolor a un mundo de la representación plural y plagado de pesos 
y contrapesos. (Woldenberg, 2019, p. 359)

A partir de 1997, en México hay un sistema democrático de partidos 
de pluralismo limitado. En términos de Bobbio (1987) se puede afirmar 
que las reglas del juego están definidas; hay claridad en quién toma las de-
cisiones y cuáles son las reglas para que sean válidas; la ciudadanía tiene 
canales claros de participación, por lo menos a través de un sistema elec-
toral incluyente, sin más exclusión que la de mayoría de edad; las mayorías 
deciden sin la anulación de las minorías, y, por último, hay incertidumbre 
en los resultados electorales, es decir, hay una auténtica competencia que 
se decide con el voto popular, al menos una fuerza minoritaria tiene la 
posibilidad legal y material de convertirse en mayoría y que su triunfo sea 
reconocido.

De acuerdo con Przeworski et al. (2000), a partir de 1997 México reu-
nió las cuatro características fundamentales que nos permiten considerarle 
un régimen democrático: primera, el jefe del Ejecutivo es elegido; segunda, 
la legislatura también es elegida; tercera, más de un partido compite en las 
elecciones, y cuarta, el partido en el poder ha perdido o tiene la posibilidad 
real de perder el poder y se aceptan los resultados electorales por el oficialis-
mo (incumbent). Esta cuarta condición se vislumbró como posibilidad real 
en 1997 y se materializó tres años después con el triunfo de Vicente Fox. 
La entrega de la banda presidencial de Zedillo a Fox fue pacífica, y en todo 
momento su equipo favoreció una transición ordenada.

También Samuels y Shugart (2010) coinciden en que a partir de 1997 
México puede ser considerado un país con un régimen democrático, y por 
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ello lo incluyen en el estudio que analiza la relación de los partidos políticos 
con el presidente o con el primer ministro, según se trate de sistemas presi-
dencialistas o parlamentaristas. Si un país obtiene por cinco años consecu-
tivos una calificación mínima de 5 en el reporte anual que mide el grado de 
democracia de todos los países Polity IV,59 puede considerarse democrático. 
México ha logrado desde entonces una calificación de 6, lo que lo ubica en 
dicho régimen.60

Las dos décadas de transición significaron una paulatina, pero constan-
te, pérdida de votos y escaños para el PRI, de tal forma que en las elecciones 
federales intermedias de 1997, por primera vez, perdió la mayoría absoluta 
en la Cámara de Diputados y se convirtió en la primera minoría. El conjun-
to de los partidos de la oposición consiguió más escaños que los obtenidos 
por el partido del presidente. México entró así a un periodo de veintiún 
años continuos de gobiernos sin mayoría o gobiernos divididos.

La era de los gobiernos sin mayoría se extiende de 1997 a 2018, lo que 
incluye de la LVII Legislatura (1997-2000), en la segunda parte del sexenio 
de Ernesto Zedillo Ponce de León (PRI), hasta la LXIII Legislatura (2015-
2018), es decir, los sexenios completos de Vicente Fox Quesada (PAN), Fe-
lipe Calderón Hinojosa (PAN) y Enrique Peña Nieto (PRI). En estas siete 
legislaturas ningún partido logró tener 251 asientos o más; en seis de éstas 
el PRI fue consistentemente la primera minoría, con excepción de la pri-
mera mitad del sexenio de Calderón, en la que el PAN obtuvo la primera 
minoría.

La nueva realidad de la Cámara de Diputados exigió dos replantea-
mientos importantes: la relación entre los partidos que forman parte del 
Congreso, y la relación entre el Poder Ejecutivo, el presidente y el Poder 
Legislativo, o sea, los representantes de la voluntad popular. El tema tras-
cendió el número de diputados con los que contó el presidente en turno. 
Como dijimos en el capítulo anterior, una de las características más impor-
tantes del presidencialismo autoritario fue la nulificación de facto del Poder 
Legislativo. En estas nuevas circunstancias, el presidente estaba obligado a 
mirar a los legisladores y negociar con ellos, no solamente para reformar 
la Constitución, como ya venía sucediendo desde 1991; ahora necesitaba 
acordar con ellos la aprobación del presupuesto y cualquier reforma legal. 
La pluralidad se convirtió en normalidad y la negociación en necesidad vital 
para la gobernabilidad.

59		 Disponible en: http://www.systemicpeace.org/polity/polity4.htm.
60		 Hasta ahora, México no ha logrado la máxima calificación, que lo consideraría Full 

Democracy.
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A pesar de lo anterior, no hubo en México un cambio en la forma de 
gobierno. Es decir, seguimos siendo un país presidencialista en el que pre-
valeció el diseño constitucional con una presidencia fuerte. El presidente no 
ha perdido las facultades legislativas que le permiten presentar iniciativas de 
ley —incluidas las reformas constitucionales—. La diferencia fundamental 
del periodo hegemónico es que dejó de tener asegurada su aprobación. Sin 
duda, se rompió la irrelevancia del Poder Legislativo, propia del presiden-
cialismo autoritario.

Por primera vez el presidente no tenía asegurada la aprobación de sus 
propuestas. El Ejecutivo aprendió a valorar sus iniciativas, antes de ser en-
viadas, especialmente si se trataba de reformas constitucionales. ¿Qué pro-
babilidad tenía de que sus iniciativas pasaran? Los cuatro presidentes de los 
gobiernos divididos sufrieron algunos descalabros, acaso los más sonoros 
fueron los de Zedillo y Fox, sobre todo porque fueron los primeros. Como 
bien plantea Seigh (2011), en un escenario de gobierno sin mayoría, el Eje-
cutivo se vuelve sumamente cauteloso en lo que presenta al Congreso; de-
sarrolla nuevas estrategias, inicia negociaciones con otras fuerzas políticas 
antes de llegar a presentar la iniciativa, y cuando no está seguro de lograr el 
número necesario de votos, muchas veces prefiere no presentar la iniciativa, 
porque sabe que siempre hay un costo político importante en el rechazo. 
Fue una larga y accidentada evolución que requirió un proceso de adapta-
ción y aprendizaje con nuevas estrategias de negociación de todos los acto-
res políticos.

El proceso de construcción de esta nueva relación entre poderes no fue 
sencillo ni estuvo exento de tropiezos, tampoco hubo parálisis del gobierno 
o situaciones de ingobernabilidad. En este capítulo analizaremos, de ma-
nera general, los mitos y realidades de los gobiernos sin mayoría, y de for-
ma particular, su funcionamiento en México en momentos clave de estos 
veintiún años. Ha quedado ampliamente demostrado que en México no 
hubo parálisis legislativa ni crisis de gobernabilidad; sin embargo, es nece-
sario analizar con mayor detalle tanto la construcción de acuerdos como los 
desencuentros. Como veremos, la relación entre el Ejecutivo y los partidos 
políticos representados en el Congreso osciló entre el obstruccionismo, la 
cooperación y la abierta construcción de complicidades.

El nuevo entorno de pluralidad en el Congreso, en el que ningún par-
tido tuvo mayoría absoluta (251 curules), exigió la renovación de su marco 
legal, ya que estaba diseñado a partir del supuesto de que el partido hege-
mónico sería mayoritario eternamente. La gobernabilidad del Congreso, 
no la del país, sólo podía asegurarse a través de esta transformación, que 
primero estuvo sostenida a través de acuerdos, algunos de ellos formales y 
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otros de facto (1997), pero que desembocaron, como era natural y necesario, 
en una nueva Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos (LOC), que se aprobó hasta 1999.

La propia ley y sus múltiples reformas hacen evidente un panorama de 
claroscuros; hubo innegables avances en el proceso de institucionalización 
de este poder, pero también encontramos resistencias que impidieron cier-
tas transformaciones indispensables, y, lo que es peor, muy pronto encon-
tramos retrocesos importantes que ralentizaron el fortalecimiento del Poder 
Legislativo.

Dedicaré especial cuidado a la transformación de los cuerpos de go-
bierno, al funcionamiento del trabajo en comisiones, a la profesionaliza-
ción del Congreso y a la formalización de los grupos parlamentarios, ya 
que estos son considerados como buenos indicadores del mayor o menor 
grado de institucionalización de los parlamentos. Así, los partidos políti-
cos tuvieron que aprender a compartir las estructuras de poder en una 
situación de pluralismo limitado, sin partido dominante y con minorías 
cambiantes.

Con la misma atención presento los cambios normativos que se intro-
dujeron para la aprobación del presupuesto federal en México. La era de 
los gobiernos sin mayoría comenzó en México con un muy deficiente marco 
normativo que no preveía la posibilidad de que, en un determinado mo-
mento, la Cámara de Diputados no aprobase el presupuesto; tampoco es-
taba claro si ésta tenía la facultad de modificar la propuesta del Ejecutivo, 
y mucho menos, los límites de lo que podían introducir o eliminar. Acos-
tumbrados a que la aprobación del presupuesto era una cuestión de trámi-
te, el tiempo del que disponía el cuerpo de representantes era sumamente 
limitado; mucho menos se contemplaba la posibilidad de que el Ejecutivo 
tuviese que resistir un presupuesto modificado que a sus ojos fuese inaplica-
ble. Como es de suponerse, desde el primer momento estas reglas, o la falta 
de previsión de situaciones de desencuentro, se tradujeron en crisis, y hubo 
necesidad de transformarlas y encontrar nuevas maneras, formales e infor-
marles, para generar acuerdos entre el Legislativo y el Ejecutivo. Fue en 
estos años que el Poder Legislativo, por primera vez, tuvo la oportunidad de 
controlar efectivamente al Ejecutivo en materia presupuestaria, sobre todo 
a través de la revisión de la Cuenta Pública.

Habremos de detenernos en la formulación del llamado Pacto por Mé-
xico, que distinguió al sexenio de Enrique Peña Nieto, el último de los pre-
sidentes de este periodo. Dicho acuerdo tripartito (PAN, PRI, PRD) logró 
destrabar las denominadas “reformas estructurales” que sin éxito habían 
intentado pasar Zedillo, Fox y Calderón.
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II. Mitos y realidades 
de los gobiernos sin mayoría 1997-2018

Para estudiar las consecuencias de los gobiernos sin mayoría en México es 
indispensable tomar en cuenta tanto el debate teórico que se ha dado al res-
pecto en la ciencia política como la experiencia empírica del caso mexica-
no. El prejuicio general es que los gobiernos divididos están condenados a 
la parálisis legislativa, pues el partido de la presidencia, sistemáticamente, 
tendrá obstáculos invencibles para implementar su agenda de gobierno. Sin 
embargo, hoy en día el consenso general es que los gobiernos sin mayoría en 
México (1997-2018) no estuvieron inexorablemente destinados al fracaso; no 
sólo se pudo gobernar, hubo acuerdos importantes para modificar la legisla-
ción federal en casi todos los aspectos de la vida pública, y contrario a lo espe-
rado, se incrementó el ritmo con el que se reformó la Constitución (Casar & 
Marván, 2014; Casar, 2008; Hernández, 2005; Mirón & Béjar, 2003; Bernal, 
2007; Elizondo, 2017; Ugalde, s. f.).

En los albores del gobierno sin mayoría, Lujambio (2010b) escribió: “Un 
gobierno dividido gana siempre en representatividad y pierde en eficacia” 
(p. 309), debido a que intervienen más actores para tomar cualquier decisión 
que involucre al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo. Los intereses de los 
múltiples actores raramente están alineados; los partidos de las oposiciones 
están calculando permanentemente qué es más costoso para ellos, si la cola-
boración o el sabotaje continuo para impedir acuerdos, ya que, para bien y 
para mal, esto diluye tanto el prestigio de los éxitos como la responsabilidad 
frente a decisiones que sean juzgadas como negativas por la ciudadanía en 
general y la opinión pública en particular.

Para entender en qué condiciones hay mayores probabilidades de que 
se tengan buenos o malos resultados, es necesario atender a un conjunto 
de factores de diseño institucional del sistema político en general y del pro-
pio sistema de partidos en particular. Huelga decir que el fenómeno de los 
gobiernos divididos es exclusivo de los sistemas presidenciales, en los que 
existe una “legitimidad dual” que nace de la elección por separado de la 
presidencia y los representantes del Poder Legislativo (Carbonell & Salazar, 
2006; Salazar, 2007; Valadés, 2018; Carpizo, 2020).

Se entiende que el modelo de separación de poderes debe diseñar una 
relación de vigilancia mutua, los llamados checks and balances, o frenos y con-
trapesos; controles y equilibrios. Este control entre poderes es una garantía 
indispensable en un sistema democrático, y tiene como propósito evitar que 
un régimen democrático se convierta en una autocracia electiva (Bovero, 



69EL PAPEL DEL PODER LEGISLATIVO EN LA DEMOCRACIA MEXICANA

2020) en la que, de acuerdo con la categoría toquevilliana, “la tiranía de la 
mayoría” anule la participación de las minorías.

En los sistemas presidenciales de legitimidad dual ni siquiera podemos 
dar por sentado que los intereses del Poder Ejecutivo necesariamente están 
alineados con los de su propio partido; dicotomía que es impensable en un 
sistema parlamentario. Las tensiones del Poder Ejecutivo con los legislado-
res no se limitaron a las fracciones parlamentarias de los partidos de oposi-
ción. En muchas ocasiones se presentaron dificultades entre el presidente y 
los legisladores de su propio partido. Por primera vez en la historia mexica-
na el partido del presidente podía tener intereses distintos y expresarlos con 
sus votaciones en el Congreso. Esta separación de objetivos entre el presi-
dente y su partido fue particularmente importante en el gobierno de Fox, 
aunque no fue el único que necesitó hilar fino para conseguir el voto de sus 
propios correligionarios (Samuels & Shugart, 2010).61

Los estudios empíricos que analizan los gobiernos presidenciales ame-
ricanos, tanto del inventor del presidencialismo (Estados Unidos) como los 
de América Latina, demuestran dos cosas: que los gobiernos divididos son 
un fenómeno que se presenta con mucha frecuencia, en especial a partir de 
1970 en Estados Unidos, y que no necesariamente terminan en situaciones 
de parálisis o crisis de gobernabilidad que justifiquen salidas violentas para 
romper el impasse, como en su momento afirmaron Linz y Valenzuela.

En el estudio publicado por Canello et al. (2012), y citado por Casar 
(2013, p. 222), se establece que “[e]n Estados Unidos la frecuencia de los 
gobiernos divididos o sin mayoría supera el 70 por ciento desde 1970. El 
porcentaje para América Latina en los últimos 30 años es cercano al 75 por 
ciento”.

En los congresos las alianzas entre las diferentes fuerzas políticas suelen 
ser inestables y puntuales. Mientras que la distancia ideológica entre los di-
versos partidos de oposición y el partido en la presidencia no necesariamen-
te es determinante para asegurar una actitud de cooperación o de obstruc-
ción a las propuestas del Poder Ejecutivo; esto dependerá de la naturaleza 
de la iniciativa en cuestión, de la capacidad de negociación del presidente 
y de los líderes de su partido en el Congreso frente a los cálculos políticos de 
las oposiciones. En un sistema presidencial, las alianzas o coaliciones elec-
torales no necesariamente determinan el comportamiento de los partidos 

61		 El PAN tuvo muchas dificultades para transitar de partido de oposición a partido en 
el poder, debido a que a lo largo de su historia siempre criticó la obediencia ciega del PRI 
al presidente en turno. En muchas ocasiones consideró que revelarse en contra del proyecto 
del presidente en el Congreso era un buen indicador de madurez democrática. Esto llevó a 
que Fox ni siquiera pudiera dar por sentado el voto de su partido.
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coaligados una vez que llegan al Congreso; habría que revisar la normativa 
propia de éste para estudiar en qué condiciones institucionales puede propi-
ciarse una cooperación más estable entre partidos.

En resumen, los autores coinciden en que para poder analizar los go-
biernos sin mayoría es indispensable hacer un análisis de las condiciones 
institucionales que determinan las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo, así como las condiciones del sistema de partidos que es-
tán atravesadas por el sistema electoral.

A grandes rasgos, el estudio sobre la parálisis y producción legislativa se ha 
hecho desde dos enfoques: el institucionalismo y el sistema de partidos (Bin-
der, 1999; Jones, 1995). Los modelos institucionales se enfocan en los efectos 
del diseño constitucional de división de poderes y los arreglos institucionales 
como el bicameralismo, las mayorías exigidas para la aprobación de las ini-
ciativas, los poderes de veto (Hammond y Miller, 1987; Riker, 1992, Tsebelis 
y Money, 1997). Los modelos partidistas enfatizan las posiciones ideológicas y 
de preferencias de política pública entre los legisladores y entre las cámaras. 
Argumentan, por ejemplo, que cuanto mayor sea el número de legisladores 
—independientemente del partido al que pertenezcan— que se sitúen en el 
centro político o en posiciones moderadas, mayor será la posibilidad de al-
canzar acuerdos. Esto es, plantean una relación directa entre polarización y 
parálisis y a la inversa entre moderación y dificultad para formar coaliciones 
ganadoras al interior del Congreso. (Casar, 2013, p. 224).

Así como el prototipo de los sistemas presidenciales es el de Estados 
Unidos, entre otras cosas, por haber sido el creador de éste, en el análisis 
de los gobiernos sin mayoría también se parte de esta necesaria referencia. 
En términos generales, las condiciones institucionales de Estados Unidos 
son las siguientes: tienen un sistema bipartidista con partidos institucionales 
relativamente débiles (poco disciplinados y cohesionados); un sistema elec-
toral de mayoría relativa pura con altas tasas de reelección, lo que genera 
un vínculo efectivo de los legisladores con los electores de su distrito, y ade-
más mantienen altos niveles de institucionalización en la vida parlamentaria 
(Casar, 2013, p. 224).

 Revisemos ahora las condiciones institucionales del sistema político 
mexicano entre 1997 y 2018 para darnos cuenta de que son profundamente 
diferentes. En 1997, al inicio de la era de los gobiernos divididos, las princi-
pales condiciones institucionales que teníamos en México, y que determina-
ron el juego de alianzas políticas coyunturales, eran las siguientes: 1) sistema 
de pluralismo limitado, que, tanto en lo electoral como en el Congreso, es-
tuvo dominado por tres fuerzas políticas representadas por el PRI, el PAN 
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y el PRD; 2) los tres partidos se ubicaron ideológicamente en el centro;62 
3) el sistema electoral se definió como mixto, se eligen 300 representantes 
por el principio de mayoría relativa y 200 por el principio de representa-
ción proporcional; 4) el diseño normativo hizo partidos políticos fuertes;63 
5) han existido elementos de inestabilidad en el sistema de partidos, ya que, 
a pesar de estar dominado por estas tres fuerzas políticas, prácticamente en 
todos los procesos electorales hay partidos que pierden su registro y otros 
que participan por primera vez; 6) el umbral de representación era el 2% 
de la votación válida para acceder al reparto de curules de representación 
proporcional,64 lo que favoreció la presencia de pequeños partidos; 7) los 
representantes, en tanto individuos, siguieron siendo relativamente débiles 
frente a las élites partidistas, porque éstas conservaron el control de las can-
didaturas y los recursos económicos del partido; 8) la reelección consecutiva 
apareció hasta finales del periodo estudiado,65 y 9) debido a lo anterior, los 
partidos políticos funcionaron con altos niveles de disciplina.

Además, existen otras dos características del sistema político mexicano 
que incrementan la dificultad para su funcionamiento: el Congreso es bica-
meral, lo que implica que todas las iniciativas legislativas, y la gran mayoría 
de sus decisiones, deben pasar por ambas cámaras. No hay nada que impida 
que la Cámara revisora se comporte de manera diferente a la Cámara de ori-
gen con relación a cualquier iniciativa de ley. Por otra parte, México es una 
República federal que exige, de acuerdo con el artículo 135 constitucional, 
que las reformas constitucionales sean aprobadas por la mayoría de las legis-
laturas locales (17 de 32 entidades). De acuerdo con Casar (2013), “[e]n este 
contexto, los gobernadores adquieren gran relevancia tanto por la influencia 
que ejercen sobre sus legislaturas locales, que son las encargadas de aprobar 
las reformas constitucionales, como por el ascendiente que han mostrado so-
bre los legisladores federales elegidos en sus distritos” (p. 227).

A continuación, tenemos dos tablas que nos muestran la composición en 
ambas cámaras del Congreso en las siete legislaturas de gobiernos divididos.

62		 A pesar de que dentro del PAN y del PRD hay ciertas tendencias a favor de la radica-
lización de derecha e izquierda, respectivamente, la conducta de ambos partidos fue domi-
nantemente hacia el centro.

63		 Paradójicamente, uno de los objetivos de la Ley Electoral Federal de 1946 fue forta-
lecer a los partidos de carácter federal. Había un número reducido de partidos, pero eran 
relativamente fuertes; otro elemento que los fortaleció fue el incremento del financiamiento 
público al que se les dio acceso en 1996.

64		 El umbral de participación se incrementó de manera paulatina: entre 1977 y 1994 fue 
de 1.5%, en 1996 se incrementó a 2% y en 2014 llegó al 3% aprobado en la reforma electo-
ral de 2014.

65		 La reelección consecutiva se aprobó en 2014 y entró en vigor hasta 2018.
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Tabla 1. Composición de la Cámara de Diputados 
en las legislaturas de gobiernos divididos 1977-2018

Partido/
Legislatura

LVII
(1997-
2000)

LVIII
(2000-
2003)

LIX
(2003-
2006)

LX
(2006-
2009)

LXI
(2009-
2012)

LXII
(2012-
2015)

LXIII
(2015-
2018)

PAN 122
(24%)

206
(41 %)

152
(30%)

206
(41%)

143
(29%)

108
(22%)

104
(21%)

PRI 239
(48%)

211
(42%)

224
(45%)

106
(21%)

237
(47 %)

208
(43%)

199
(41%)

PRD 125
(25%)

50
(10%)

96
(19%)

127
(25%)

71
(14%)

99
(20%)

50
(10%)

PVEM 8
(2%)

17
(3%)

17
(3%)

17
(3%)

21
(4%)

27
(6%)

38
(7.76%)

PT 6
(1%)

8
(2%)

6
(1%)

14
(2%)

13
(3%)

11
(2%) —

PSN — 3
(0.6%) — — — — —

PAS — 2
(0.4%) — — — — —

MC — 3
(0.6%)

5
(1%)

17
(3%)

6
(1%)

12
(2.5%)

20
(4%)

PANAL — — — 9
(2%)

9
(2%)

10
(2%)

12
(2%)

PASC — — — 4
(1%) — — —

Morena — — — — — 12
(2%)

49
(10%)

PES — — — — — — 11
(2.24%)

Indep. — — — — — 2
(0.4%)

1
(0.2%)

S/p — — — — — — 6
(1%)

Fuente: elaboración propia con información del Sistema de Información Legisla-
tiva, disponible en: http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/Numeralia/integracionCongreso (fe-
cha de consulta: 15 de abril de 2023). PAN, Partido Acción Nacional; PRI, Partido 
Revolucionario Institucional; PRD, Partido de la Revolución Democrática; PVEM, 
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Partido Verde Ecologista de México; PT, Partido del Trabajo; PSN, Partido de la 
Sociedad Nacionalista; PAS, Partido Alianza Social; MC, Partido Movimiento Ciu-
dadano, que nació con el nombre de Convergencia Democrática Partido Político 
Nacional; PANAL, Partido Nueva Alianza; PASC, Partido Alternativa Social y Cam-
pesina/Partido Socialdemócrata; Morena, Partido Movimiento de Regeneración 
Nacional; PES, Partido Encuentro Social.

Tabla 2. Composición de la Cámara de Senadores 
en las legislaturas de gobiernos divididos 1997-2018

Partido/
Legislatura

LVII
(1997-2000)

LVIII
(2000-2003)

LIX
(2003-2006)

LX
(2006-2009)

LXI
(2009-2012)

LXII
(2012-2015)

LXIII
(2015-2018)

PAN 33
(26%)

46
(36%)

52
(41%)

38
(30%)

PRI 77
(60%)

60
(47%)

33
(26%)

54
(42%)

PRD 16
(13%)

16
(13%)

29
(23%)

22
(17%)

PVEM 1
(0.8%)

5
(4%)

6
(5%)

6
(5%)

PT 1
(0.8%) — 2

(1.5%) —

PSN — — — —

PAS — — — —

MC — 1
(0.8%)

5
(4%) —

PANAL — — 1
(0.8%)

1
(0.8%)

PASC — — — —

Morena — — — —

PES — — — —

Indep. — — 1
(0.8%) —

Fuente: elaboración propia con información del Sistema de Información Legisla-
tiva, disponible en: http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/Numeralia/integracionCongreso (fe-
cha de consulta: 15 de abril de 2023). PAN, Partido Acción Nacional; PRI, Partido 
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Revolucionario Institucional; PRD, Partido de la Revolución Democrática; PVEM, 
Partido Verde Ecologista de México; PT, Partido del Trabajo; PSN, Partido de la 
Sociedad Nacionalista; PAS, Partido Alianza Social; MC, Partido Movimiento Ciu-
dadano, que nació con el nombre de Convergencia Democrática Partido Político 
Nacional; PANAL, Partido Nueva Alianza; PASC, Partido Alternativa Social y Cam-
pesina/Partido Socialdemócrata; Morena, Partido Movimiento de Regeneración 
Nacional; PES, Partido Encuentro Social.

Como ya dije, con excepción de la LX Legislatura, en la primera legisla-
tura del sexenio de Calderón, el PRI mantuvo siempre la primera minoría. 
Esto propició que se consolidara un tripartidismo sui generis en el que PAN-
PRI-PRD dominaron el poder de decisión; sin embargo, el voto de los par-
tidos considerados “pequeños” fue crucial en ciertas negociaciones.

Pensemos, por ejemplo, en el daño que le infligió el Partido Verde Eco-
logista de México (PVEM) al PAN cuando, desde el inicio del gobierno 
foxista, decidió no respetar la alianza electoral y moverse a apoyar al PRI 
en todas sus decisiones.66 El partido en el poder siempre estuvo obligado a 
buscar un aliado, especialmente si se trataba de pasar una reforma constitu-
cional. El PAN gobernó en situaciones de mayor fragilidad; algunas de sus 
iniciativas fueron detenidas por el PRI —en particular las llamadas refor-
mas estructurales—, en otras ocasiones por el PRD.

Conforme avanzó la era de los gobiernos sin mayoría, los tres princi-
pales partidos, vistos en conjunto, fueron perdiendo votos y asientos; en la 
LVII Legislatura (1997-2000) entre los tres tenían 486 asientos, es decir, el 
97%. Seis procesos electorales y dieciocho años después, en la LXIII Legis-
latura (2015-2018), ya sólo concentraban 353 asientos, lo que representaba 
el 72% de la Cámara de Diputados.

El fin del sistema de partido hegemónico y la nueva correlación de fuer-
zas en el Congreso de la Unión tuvieron como consecuencia la desaparición 
de muchas de las facultades metaconstitucionales de las que gozaron los 
presidentes en la época del presidencialismo autoritario; es decir, el presi-
dente tuvo que aprender a vivir con un Poder Legislativo más poderoso, a 
veces obstruccionista, a veces dispuesto a cooperar. Por su parte, el Poder 
Legislativo también entró en un proceso de aprendizaje para poder ejercer, 
a plenitud, tanto sus facultades de control sobre el Ejecutivo como sus capa-
cidades propiamente legislativas.

66		 En la elección del 2000, el PVEM se alió al PAN; en una torpe soberbia, Fox no lo 
incluyó en su gabinete, lo que provocó su alianza con el PRI. Si sumamos los 206 diputados 
panistas con los 17 del PVEM, la coalición electoral habría tenido 223 diputados en una 
coalición gubernamental y hubiese superado los 211 legisladores del PRI. Fox ahondó su 
propia debilidad.
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En México, como en la mayoría de los países latinoamericanos, el pre-
sidente cuenta con capacidad de iniciativa legislativa, “…en los regímenes 
presidenciales latinoamericanos el presidente suele contar con poderes sig-
nificativos para iniciar procesos legislativos como actor proactivo” (Colomer 
& Negretto, 2002, p. 96). Como dijimos en el capítulo anterior, la era del 
presidencialismo autoritario con sistema de partido hegemónico tuvo como 
consecuencia no sólo que el presidente fuera prácticamente el único actor 
proactivo: la sumisión del Poder Legislativo era tal, que ocasionalmente se 
atrevía a modificar las iniciativas enviadas por el presidente; el partido he-
gemónico, por una lealtad mal entendida, y quizá hasta por negligencia, 
mantuvo una postura pasiva; las oposiciones muy pocas veces contaron con 
la fuerza necesaria para hacer aportaciones sustanciales a lo presentado por 
el presidente.

Esta sumisión tuvo como resultado una alarmante incapacidad de los 
partidos67 en lo que se refiere a la técnica legislativa, además de la prohi-
bición a la reelección consecutiva; el Congreso no contaba con un cuerpo 
de profesionales que le apoyara en sus tareas. En los años de la hegemonía 
priista, la gran mayoría de las iniciativas eran presentadas por el Ejecuti-
vo, y se redactaban en la Segob y se entregaban al Congreso, listas para su 
aprobación. Como veremos más adelante, en los primeros años del sexenio 
de Peña Nieto, con el Pacto por México, se regresó a esta práctica, aunque 
con la gran diferencia de que en el grupo redactor que se concentraba en 
Bucareli participó un grupo selecto de priistas, panistas y perredistas.

A partir de 1997 las iniciativas originadas por los legisladores y/o los 
partidos representados en el Congreso creció exponencialmente, y el Ejecu-
tivo tuvo que desarrollar nuevas estrategias para que tuvieran éxito sus pro-
puestas; las iniciativas presidenciales tenían menores probabilidades de ser 
aprobadas por el solo hecho de provenir del presidente. En muchas ocasio-
nes el presidente buscó un champion, es decir, algún legislador de su partido 
que la presentara por él; inclusive, cuando ya había una negociación previa 
con otro partido, se buscó que fuera éste el que presentara la iniciativa (Mi-
rón, 2014; Casar, 2013; Casar & Marván, 2014; Puente, 2017).

Rápidamente el Poder Legislativo se convirtió en un actor proactivo 
capaz de iniciar procesos legislativos. Como podemos ver en las tablas 3 y 4, 
hubo un incremento acelerado en el número de iniciativas introducidas por 
los legisladores, ya fuera a título individual o como fracción parlamentaria.

67		 No sólo nos referimos a la falta de profesionalización en la carrera legislativa de las 
personas legisladoras agravada por la prohibición de la reelección consecutiva; también es 
importante tomar en cuenta la ausencia de cuerpos técnicos que sirvieran de apoyo a los 
partidos en la elaboración de sus proyectos legislativos.
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Tabla 3. Iniciativas presentadas/aprobadas 
en la Cámara de Diputados por Legislatura 

en la era de los gobiernos divididos68

Legislatura
Número total 
de iniciativas 
presentadas

Aprobadas69
Presentadas 

por el Ejecutivo

Presentadas 
por el Ejecutivo 

y aprobadas

LVII
(1997-2000) 641 114 36 32

LVIII
(2000-2003) 1202 233 63 47

LIX
(2003-2006) 2937 434 49 39

LX
(2006-2009) 2870 345 42 37

LXI
(2009-2012) 3735 349 32 26

LXII
(2012-2015) 3487 213 52 44

LXIV
(2015-2018) 6244 413 38 31

Fuente: elaboración propia con datos del Sistema de Información Legislativa, dis-
ponible en: http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/Numeralia/integracionCongreso (fecha de con-
sulta: 15 de abril de 2023).

Ese aumento fue tal, que llegó a convertirse en un obstáculo para el 
buen desempeño de su trabajo.70 Como es de esperarse, la tasa de iniciativas 
presentadas por el Legislativo y no aprobadas subió al mismo ritmo. Hasta 
ahora, nada impide a las personas legisladoras presentar iniciativas de ley; 

68		 Elaboración propia con información del Sistema de Información Legislativa, disponi-
ble en: http://sil.gobernacion.gob.mx/Numeralia/Iniciativas/numiniciativas.php.

69		 Total de iniciativas aprobadas y turnadas al Ejecutivo o a congresos locales.
70		 Cuando inició la era de gobiernos sin mayoría, había un vacío académico importante 

sobre el quehacer parlamentario. Algunos de los primeros trabajos empezaron a medir la 
productividad individual de los integrantes del Congreso, tomando en cuenta dos indicado-
res muy elementales: asistencia a las sesiones del Pleno y el número de iniciativas presentadas 
por cada uno de ellos. Esto se convirtió en un incentivo perverso para sobrecargar el trabajo 
del Congreso. En Estados Unidos se mide a los legisladores por las leyes que efectivamente 
logran su aprobación, por ello las iniciativas de ley se reconocen con el apellido de quien las 
propone.
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nadie analiza su viabilidad; muchas de ellas sólo se presentan para dejar re-
gistro de que algo hicieron en los tres años que duró su encargo; los partidos 
no se han dado cuenta de que esta conducta autodestructiva se ha converti-
do en un verdadero obstáculo para el fortalecimiento del Legislativo.

Tabla 4. Iniciativas presentadas/aprobadas 
por la Cámara de Diputados, de Senadores, 

y por la(s) Comisión Permanente por Legislatura 
en la era de los gobiernos divididos

Legislatura
Número total 
de iniciativas 
presentadas

Aprobadas71
Presentadas 

por el Ejecutivo

Presentadas
por el Ejecutivo 

y aprobadas

LVII
(1997-2000) 757 147 56 48

LVIII
(2000-2003) 1638 287 86 63

LIX
(2003-2006) 3686 570 76 58

LX
(2006-2009) 4312 473 71 56

LXI
(2009-2012) 5337 581 55 41

LXII
(2012-2015) 5359 481 81 69

LXIV
(2015-2018) 8215 650 53 42

Fuente: elaboración propia con datos del Sistema de Información Legislativa, dis-
ponible en: http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/Numeralia/integracionCongreso (fecha de con-
sulta: 15 de abril de 2023).

Si revisamos las tablas 3 y 4 tenemos la relación entre las iniciativas de 
ley presentadas vis a vis las aprobadas, en la primera en la Cámara de Dipu-
tados, en la segunda en el Congreso; es decir, tomando en cuenta la Cámara 
de Diputados, más el Senado y la Comisión Permanente. En la LVII Legis-
latura se aprobó una de cada cinco iniciativas presentadas en la Cámara de 
Diputados, mientras que en la LXIV Legislatura sólo una de cada quince. 

71		 Total de iniciativas aprobadas y turnadas al Ejecutivo o a congresos locales.
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Lo que en principio podría considerarse un proceso de fortalecimiento del 
Poder Legislativo, terminó minando la seriedad del trabajo legislativo. En 
contraste, como lo demuestra el trabajo de Saiegh (2011), el Ejecutivo tiene 
una actitud mucho más prudente. Fox fue el presidente que más iniciativas 
presentó (86) sólo en la Legislatura LVIII (2000-2003), y también al que 
más le rechazaron (23). Enfrentó muchas dificultades para hacer alianzas, 
incluso con el PVEM, que había sido su aliado en el proceso electoral.72 En 
la LXII Legislatura (2012-2018), Peña Nieto se acercó a Fox y presentó 81 
iniciativas de las cuales pasaron 69; la bajísima tasa de rechazo se debió a la 
negociación del Pacto por México.

III. El sinuoso camino de la institucionalización 
del Poder Legislativo

En 1988 el Poder Legislativo fue incrementando su importancia e indepen-
dencia a partir de que el PRI perdió la mayoría calificada en la Cámara de 
Diputados, pero no fue sino a partir de 1997 que realmente se inicia un au-
téntico proceso de institucionalización. Todo hacía suponer que finalmente 
sería posible la construcción republicana de la gobernabilidad del Congreso 
en clave democrática. Como veremos, muchos fueron los logros obtenidos en 
este proceso, sin embargo, también hubo muchas decisiones de las élites par-
tidistas que pusieron por delante el empoderamiento de sí mismas a costa de 
frenar el proceso de institucionalización del Congreso. Fueron las propias 
dirigencias de los partidos quienes impidieron la construcción de un poder 
verdaderamente representativo con una fuerte capacidad deliberativa, y so-
bre todo, como un contrapeso efectivo a la autoridad del presidencialismo 
autoritario, que en los veintiún años de gobiernos sin mayoría no logró aban-
donar la etapa transicional (Puente, 2021; Valadés, 2018; Magar, 2014).

Evidencia clara del carácter no democrático del presidencialismo mexi-
cano es que, entre 1934 y 1988, el Congreso estuvo organizado desde el 
partido oficial y para sí mismo. Como bien establece Khemvirg Puente, 
el PRI controlaba todos los elementos importantes del quehacer legislativo. 
La agenda legislativa era una herramienta instrumental del Poder Ejecutivo 
para que pudiese implementar su programa de gobierno; todas las disposi-
ciones de gobernabilidad de las cámaras estaban hechas para la ausencia de 
pluralidad, el PRI controlaba todo: “la administración interna de las cáma-

72		 En su momento, el PVEM consideró que Fox estaba en la “obligación” de darle la 
titularidad en, al menos, una de las secretarías de Estado, cuestión que no hizo. Esto provocó 
que en la Cámara de Diputados fuera aliado del PRI y no del PAN.
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ras, del Congreso, del sistema de comisiones y la estructura burocrática y de 
servicios parlamentarios, e incluso de las carreras políticas de los legislado-
res” (Puente, 2021, p. 1022).

Es necesario revisar, aunque sea someramente, las condiciones norma-
tivas del Congreso anteriores a 1997. Desde la inclusión de los diputados de 
partido (1964) hasta 1988, el poder de las minorías estaba limitado de ma-
nera estructural y no sólo numéricamente; podían participar en los debates 
parlamentarios, pero difícilmente ganaban una votación o incidían en una 
transformación de fondo a una iniciativa del Ejecutivo, tampoco tenían ca-
pacidad real de incidir en la agenda legislativa, ya que no tenían voz en nin-
guno de los órganos de gobierno de ambas cámaras del Congreso.

La reforma electoral de 1977 permitió la llegada de legisladores de opo-
sición hasta en un 25%, ello exigió que en 1979 se aprobara una nueva 
(LOC).73 Tanto en las disposiciones aprobadas en esta ley como en el pro-
pio proceso de negociación en el que las nuevas minorías tuvieron nula 
incidencia en el resultado final, se perciben las contradicciones del tímido 
proceso de liberalización política. La reforma política generó muchas ten-
siones internas en el PRI, que no estaba dispuesto a perder su hegemonía. 
La Cámara de origen de la nueva ley fue el Senado, de manera evidente 
conformada solamente por priistas. La Cámara de Diputados, en su calidad 
de colegisladora, aprobó la ley por mayoría, en contra de esa nueva plurali-
dad que llegaba al Congreso. Sin exagerar, podemos afirmar que el PRI se 
vio obligado a tolerar a regañadientes a la oposición a condición de man-
tener el control absoluto del Poder Legislativo, por eso las minorías fueron 
normativamente excluidas de todos los órganos de gobierno de la Cámara 
de Diputados.

El proceso de aprobación no fue sencillo ya que el PAN se opuso a su conte-
nido y al procedimiento empleado para su aprobación. Gonzalo Altamirano 
Dimas, diputado del PAN, acusó que la propuesta de ley había sido elabo-
rada por el Senado y que el objetivo de la misma era limitar la participación 
de la oposición en las decisiones legislativas, “se debió esta iniciativa a una 
necesidad de no abrir las puertas a la oposición, Acción Nacional reprueba 
esta festinación que se le está haciendo a la antidemocrática Ley Orgánica 
del Congreso” expresó en el debate del Pleno. Por su parte el diputado priis-
ta Antonio Riva Palacio López argumentó que lo que pretendía el PAN era 
confrontar ambas cámaras y descalificar la ley elaborada tanto por diputados 
como por senadores, pero lo que realmente estaba en el centro de la discusión 
era que el PRI buscaba proteger institucionalmente las decisiones que en el 

73		 DOF del 25 de mayo de 1979.
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ejercicio de su mayoría estaba legitimado a tomar, sin considerar obligatoria-
mente las posiciones de la oposición. (Puente, 2017, p. 86)

El gobierno de la Cámara estaba en manos de un órgano político lla-
mado Gran Comisión, cuyo presidente era el líder de la fracción parla-
mentaria mayoritaria, es decir, el PRI. En ésta no había participación de 
las oposiciones. La Gran Comisión controlaba tanto la agenda legislativa 
como la administración de la Cámara de Diputados. Era un cuerpo cole-
giado numeroso (32 personas) que obligaba a los diputados a organizarse 
por entidad y elegir entre ellos a una persona coordinadora que sería inte-
grante de ésta; dado que en todas las entidades la mayoría de los diputados 
eran priistas, su representante también pertenecía a este partido. Así, entre 
ellas elegirían a un presidente, dos secretarios y dos vocales, por lo que el 
poder de decisión quedaba concentrado en estas cinco personas.74 “I. Los 
diputados de una entidad federativa integran la diputación estatal y Distri-
to Federal. II. Los coordinadores de cada una de esas diputaciones pasan 
a formar parte de la Gran Comisión de la Cámara” (LOC 1979, artículo 
46, fracciones I y II).

En teoría, la Gran Comisión comparte el poder con la Mesa Directiva; 
sin embargo, este órgano, en el que sí participaba la oposición, desde su di-
seño era estructuralmente débil. Podemos afirmar esto sólo tomando como 
indicador que se haya decidido que su integración cambiara mensualmente. 
Desde entonces y hasta la fecha, la Mesa Directiva siempre ha estado so-
metida al poder del órgano político, entonces la Gran Comisión, después 
la Comisión de Régimen Interno y, actualmente, la Junta de Coordinación 
Política (Jucopo).

Uno de los avances importantes en la LOC de 197975 fue el recono-
cimiento del derecho de los diputados a organizarse en grupos parlamen-
tarios, para lo que se requiere un mínimo de cinco legisladores. La ley les 
da derechos y obligaciones importantes a los coordinadores de los grupos 
parlamentarios; entre otras cosas, tienen la responsabilidad de mantener la 
disciplina partidaria y encabezan, a nombre de sus respectivos partidos, las 
negociaciones internas. El Senado siguió siendo de mayoría relativa pura y 

74		 Hemos dicho anteriormente que los gobernadores podían tener influencia sobre los 
legisladores de sus respectivas entidades federativas. Como podemos deducir de la organiza-
ción de la Gran Comisión, el origen estatal de los legisladores tenía gran importancia en la 
distribución de los trabajos del Poder Legislativo; no es una exageración decir que en 1979 
éste era el concepto de “pluralismo” que se toleraba en la Cámara de Diputados. Como es de 
suponer, la organización de los representantes por entidad federativa facilitaba la influencia 
de los gobernadores sobre “sus diputados”.

75		 LOC 1979, capítulo III, artículos 38-45.
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fue cien por ciento priista hasta 1988. En virtud de lo anterior, la LOC no 
contempló disposición alguna para la organización de grupos parlamenta-
rios en la Cámara Alta.

Otra expresión legal para contener lo más posible el poder de la oposi-
ción fue establecer que los votos particulares de las comisiones no estuvie-
ran anexados de manera automática a los dictámenes que se presentarían 
ante el Pleno. Los presidentes de la comisión respectiva los entregaría al 
líder del grupo parlamentario, y sería su prerrogativa hacerlos del cono-
cimiento del resto de sus integrantes. Esta determinación tiene un doble 
efecto: por un lado, invisibiliza a la oposición; por el otro, empodera al 
coordinador del grupo parlamentario.

A pesar de que la LOC de 1979 preveía la aprobación de tres regla-
mentos, uno para cada Cámara y uno más para el Congreso, estos nunca 
fueron expedidos, por lo que el Poder Legislativo siguió funcionando con el 
reglamento aprobado en 1934.

En 1979 una de las funciones principales del Congreso era la califica-
ción de las elecciones, por lo que su primera obligación era constituirse en 
Colegio Electoral antes de iniciar los trabajos de la Legislatura correspon-
diente el 1o. de septiembre del año electoral. Una vez calificadas las eleccio-
nes, el Colegio Electoral tenía la facultad de instalar el Congreso.

Pese a todas estas limitaciones, la labor legislativa fue paulatinamente 
cobrando cierta relevancia; hubo un incremento cuantitativo y cualitativo 
de los asuntos que se presentaban en el Congreso, por lo que en 1986 se 
creó el segundo periodo de sesiones por año, que iniciaría el 15 de abril y 
terminaría, a más tardar, el 15 de julio.76

La creciente pluralización del Congreso fue haciendo cada vez más 
notorio el trabajo del Poder Legislativo, que se convirtió en un auténtico 
foro de debate al que los medios de comunicación empezaron a prestarle 
atención. Las iniciativas presidenciales eran aprobadas prácticamente en su 
totalidad, sin embargo, las comisiones se tomaron más en serio el proceso 
de discusión. La oposición fue desarrollando, poco a poco, una importante 
capacidad negociadora, cuando no abiertamente de chantaje, así como las 
clásicas técnicas de presión de los parlamentarios, como pueden ser el fili-
busterismo y el rompimiento del quorum para forzar a la negociación (Puen-
te, 2017 y 2021; Lujambio, 2010a).

Conforme fue ganando terreno la oposición, la LOC de 1979 fue cada 
vez más insuficiente para gobernar el incremento de la pluralidad en la Cá-

76		 Como veremos más adelante, estas fechas se modifican en 1993 y en 2004; en ambos 
casos hay un incremento en la duración de la actividad ordinaria del Congreso.
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mara de Diputados, lo que propició frecuentes desencuentros con el PRI, 
que se resistía a ceder espacios a las oposiciones. El 20 de julio de 199477 se 
aprobó una “nueva” LOC,78 que significó ciertos avances para las oposicio-
nes que favorecieron al proceso de institucionalización del Poder Legislativo.

Una vez más, de la sola lectura de la ley podemos intuir el intenso forcejeo 
entre unas minorías cada vez más fuertes y un partido todavía mayoritario; 
las primeras querían conquistar espacios para hacer más efectiva su partici-
pación, el segundo buscaba, a toda costa, hacer prevalecer su hegemonía con 
una mayoría progresivamente debilitada. Quizá el mejor ejemplo de ello sea 
la nueva Comisión de Régimen Interno y Concertación Política (CRICP), 
en la que participaban los coordinadores de los grupos parlamentarios, pero 
el PRI aseguró para sí tener el mismo número de miembros que las oposicio-
nes. La Gran Comisión le cedió algunas facultades importantes como, por 
ejemplo: proponer a los integrantes de las comisiones, al oficial Mayor y al 
tesorero, así como el presupuesto anual de la Cámara. Esta Comisión se con-
sidera ordinaria y prevaleció durante toda la Legislatura.

La Comisión de Régimen Interno y Concertación Política la integrarán los 
Diputados coordinadores de cada uno de los diversos grupos partidistas, más 
otros tantos Diputados del grupo mayoritario en la Cámara. La Comisión 
fungirá como órgano de gobierno a fin de optimizar el ejercicio de las fun-
ciones legislativas, políticas y administrativas que tiene la propia Cámara. A 
este efecto se reunirá por lo menos una vez al mes. (LOC 1994, artículo 45, 
primer párrafo)

Las funciones de la CRICP se superponían con las de la Gran Co-
misión, que ni desapareció ni admitió incluir a las oposiciones; siguió en 
manos del partido mayoritario y mantuvo el control absoluto del quehacer 
legislativo. En este periodo conviven la Gran Comisión con la CRICP y la 
Mesa Directiva, que no superó en ese momento, ni hasta ahora, su debi-
lidad estructural. Se componía por un presidente y un vicepresidente por 
cada fracción parlamentaria, y cada mes se cambiaba por una nueva Mesa 
Directiva (LOC 1994, artículo 21). Es decir, los órganos de gobierno de 
la Cámara en los que participaban los partidos minoritarios eran débiles 
por diseño.

77		 No es óbice recordar el momento político que se estaba viviendo en México: el 1o. de 
enero estalló la llamada revolución zapatista; el 23 de marzo el candidato del PRI había sido 
asesinado, por lo que ese año las elecciones tuvieron lugar en agosto.

78		 A pesar de que se le conoce como la “nueva” Ley Orgánica del Congreso, no se derogó 
la aprobada en 1979, por lo que, en realidad, estamos hablando de una reforma, no menos 
importante, pero reforma al fin y al cabo.
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Un indicador de la creciente institucionalización del Poder Legislativo fue 
que por primera vez se reconoció la necesidad de contar con un “cuerpo pro-
fesional de apoyo” para la Mesa Directiva, cuyas funciones deberían estar de-
finidas en un reglamento que, una vez más, fue postergado por falta de acuer-
dos. Como bien señala Khemvirg Puente (2017, p. 97), la Gran Comisión no 
tuvo interés en cumplir con el compromiso de elaboración del reglamento 
porque su ausencia le garantizaba grandes márgenes de discrecionalidad.79

Con respecto al sistema de comisiones, tenemos señales encontradas: 
al incrementarse el número de comisiones se disminuye, en la misma pro-
porción, su importancia; sin embargo, el trabajo en comisiones se convirtió 
en el espacio de deliberación en el que las minorías tenían la mejor opor-
tunidad para incidir con sus recomendaciones e introducir cambios a las 
iniciativas de ley, casi todas ellas presentadas por el Ejecutivo. En la LOC 
de 1994 las comisiones en la Cámara de Diputados aumentaron (pasaron de 
22 a 38 comisiones ordinarias), mientras que las del Senado disminuyeron 
(pasaron de 46 comisiones ordinarias a 26), pero se permitía la creación de 
comisiones especiales sin necesidad de cambiar la ley.

Otra novedad importante de la “nueva LOC” fue la formalización de 
los grupos parlamentarios en el Senado. La reforma electoral de 1994 agre-
gó a los senadores una curul de primera minoría, pero a pesar de que la 
fórmula de integración era profundamente desproporcional (tres senadores 
para la mayoría y uno para la primera minoría), se incrementó en éste la 
presencia de los partidos de oposición.80 Para poder formar un grupo par-
lamentario sólo se necesitarían tres senadores del mismo partido, y no los 
cinco integrantes que se requieren en la Cámara Baja. La “nueva” LOC no 
contempló la forma de integrar a las minorías en los órganos de gobierno y 
administración del Senado.

Como ya hemos dicho, en las elecciones de 1997 el PRI obtuvo so-
lamente una mayoría relativa (menos de 251 curules) al convertirse en la 
primera minoría; la LOC probó su insuficiencia para gobernar la nueva 
situación. Se abrió un verdadero conflicto en el proceso de instalación de la 

79		 El Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos de 1934 finalmente fue, de manera parcial, sustituido por dos reglamentos 
separados, cada uno elaborado en sus respectivas cámaras: el Reglamento del Senado de 
la República, aprobado el 4 de junio de 2010, disponible en: https://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/ref/reg_senado.htm (fecha de consulta: 3 de marzo de 2024), y el Reglamento de la 
Cámara de Diputados, aprobado el 24 de diciembre de 2010, disponible en: https://www.
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/reg_diputados.htm (fecha de consulta: 3 de marzo de 2024). De 
acuerdo con los transitorios de los nuevos reglamentos, las disposiciones relativas al Congre-
so y a la Comisión Permanente del Reglamento de 1934 prevalecieron vigentes.

80		 Como veremos más adelante, esta fórmula vuelve a cambiar en 1997.
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Cámara de Diputados, ya que no había previsiones legales para este esce-
nario. El PRI consideraba que por haber obtenido el mayor número de di-
putados le correspondía conducir el proceso, como siempre lo había hecho, 
regateando a las minorías una parte alícuota en las decisiones de gobierno 
en la Cámara. Sin embargo, el PRI fue tratado de la misma manera en que 
él había tratado a las oposiciones en el pasado, porque lo que sucedió en 
la realidad fue que las oposiciones se unieron para conformar una mayoría 
absoluta en el proceso de instalación de la Cámara de Diputados, lo que 
políticamente dejó al margen a los priistas.

Nunca, como en ese momento, se habían hecho tan evidentes dos cosas: 
la primera, las reglas estaban hechas por la mayoría y para la mayoría; la 
segunda, se rompió para siempre la hegemonía del PRI. Ya no sólo había 
que “tolerar” a la oposición, era indispensable generar el marco jurídico 
que permitiera una auténtica gobernanza plural del Congreso. Dice Puen-
te, citando a Paoli Bolio, diputado de la LVII Legislatura:

Hubo grandes dificultades legales y políticas para lograr la instalación de la 
Cámara de Diputados y poner en marcha el Congreso. Estas vicisitudes pu-
dieron resolverse en virtud de que los diputados de los grupos parlamentarios 
del PAN, PRD, PT y PVEM mostraron que contaban con una mayoría abso-
luta de 261 integrantes, los cuales instalaron la Cámara de Diputados en los 
términos previstos por la ley el 30 de agosto de 1997. (Puente, 2017, p. 99)

El mes de agosto fue de muchas y grandes tensiones, las oposiciones 
juntas convocaron a los diputados a la sesión de instalación de la Cámara de 
Diputados para el 30 de agosto a las 10:00 horas. La noche del 29 de agosto 
el PRI, en solitario, hizo otra convocatoria para el mismo propósito a través 
de un canal de televisión y no por los medios legalmente establecidos. En la 
convocatoria de las oposiciones, convertidas en mayoría absoluta, participa-
ron los 261 diputados de oposición y ninguno de los priistas; al ser mayoría 
coaligada, pero finalmente mayoría, procedieron a instalar la Cámara con 
la ley de su lado. Conminaron a los legisladores del PRI a presentarse antes 
de 30 días, so pena de llamar a sus suplentes para tomarles la protesta de ley. 
Al día siguiente, 31 de agosto, los priistas intentaron llevar a cabo la sesión, 
pero quedó invalidada porque no consiguieron que se presentaran 251 di-
putados. Ante la evidencia, los priistas decidieron presentarse a tomar pro-
testa el 1o. de septiembre, apenas unas horas antes del informe presidencial 
(Paoli, 1997; Puente, 2017; Valencia, 2020).

Para la instalación del Congreso se llegó a un acuerdo de gobernabili-
dad para la Cámara de Diputados, entre las cuatro oposiciones, de formar 
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un grupo de resistencia al PRI y al presidente. De acuerdo con las oposi-
ciones, lo que se buscaba era “rescatar la dignidad del Poder Legislativo” o, 
dicho de otra manera, convertirlo efectivamente en un poder independiente 
del Ejecutivo:

Los puntos del Acuerdo de gobernabilidad fueron cinco: 1. Rescatar la dignidad 
e independencia del Poder Legislativo (lo que significaba dar paso a una Cámara 
plural, capaz de “resistir al presidente”); 2. Integrar de forma paritaria el 
órgano de gobierno de la Cámara y hacer rotativa su presidencia (es decir, 
designar la Comisión de Régimen Interno y Concertación Política, precisa-
mente con los cinco coordinadores de las fracciones parlamentarias y asignar 
la presidencia anual de dicha Comisión —y de la Cámara— consecutiva-
mente a un partido de oposición —el PRD—, al partido en el gobierno —el 
PRI—, y a otro partido de oposición —el PAN—); 3. Modificar el formato 
del Informe Presidencial (con la intención de asignar después de la lectura, 
15 minutos a cada coordinador, y encomendar a un diputado la lectura de 
un texto “breve y republicano”); 4. Integrar las comisiones de una manera 
proporcional (es decir, en términos que reflejen la fuerza de las fracciones, e 
impedir su control por un solo partido); 5. Ciudadanizar a los funcionarios y 
administradores y designarlos por consenso (con la idea de evitar una gestión 
partidista o sesgada).81 (Pérez & Torres, 2021, pp. 132 y 133)

El primer año en la presidencia de la CRICP fue para el panista Carlos 
Medina Plascencia, y la Mesa Directiva para el perredista Porfirio Muñoz 
Ledo. Ambos acuerdos fueron resistidos sin éxito por el PRI. La realización 
del informe presidencial estuvo en vilo por varios días y se convirtió en el sím-
bolo de la demostración de la nueva correlación de fuerzas. Se rompió con va-
rias tradiciones importantes, debido a que los priistas tomaron posesión hasta 
el día mismo del informe presidencial. Éste se celebró hasta las 17:00 horas, 
como establece la ley, y no por la mañana, como había venido sucediendo por 
décadas; también, por primera vez, fue el Poder Legislativo el que organizó 
todo lo relativo a la ceremonia, que fue sumamente sobria. Por tradición, era 
el Estado Mayor Presidencial, a nombre del Poder Ejecutivo, el que se encar-
gaba de la organización de lo que se llamaba coloquialmente “el día del pre-
sidente”; quizá de manera simbólica lo más importante es que fue el primer 
informe que no fue respondido por un diputado que perteneciera al partido 
del presidente. Paradójicamente, todos los partidos fueron respetuosos duran-
te el discurso del presidente de la República y cuando habló Muñoz Ledo en 
su calidad de representante del Poder Legislativo —y digo “paradójicamen-

81		 Subrayado propio.
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te” porque desde 1988, so pretexto del alegado fraude, el informe había sido 
escenario de innumerables manifestaciones de las oposiciones, que frente a la 
impotencia de no ser escuchadas, incurrieron en francas faltas de respeto, que 
iban desde disfraces con boletas en forma de orejas de burro (Vicente Fox, en 
1988) hasta interpelar al presidente con una máscara de cerdo (Marco Ras-
cón, también en 1988)— (Puente, 2017; Pérez & Torres, 2021).

El artículo 38 de la LOC establecía que la Gran Comisión debería con-
formarse por el partido político que, por sí mismo, tuviese la mayoría ab-
soluta de la Cámara de Diputados. En 1997 ningún partido estaba en esa 
condición, por lo que ésta no pudo instalarse. La integración de la CRICP 
debería ser propuesta por la Gran Comisión y aprobada por el Pleno. Ante 
la falta de la Gran Comisión, lo que decidieron los diputados fue instalar la 
CRICP a partir de los acuerdos82 de los coordinadores de los cinco grupos 
parlamentarios e ir directamente al Pleno para evitar caer en un impasse que 
hubiese impedido la instalación del Congreso.

El proceso de instalación de las comisiones y comités también se con-
virtió en un auténtico campo de batalla, en especial por las presidencias. 
Los cinco partidos habían acordado que, en la medida de lo posible, la in-
tegración y presidencias de las comisiones se decidirían por consenso. En 
muchos casos esto no fue posible y el PRI tuvo que aceptar las decisiones de 
la oposición. Al arranque de la Legislatura se establecieron 55 comisiones 
ordinarias y seis comités: Administración, Asuntos Editoriales, Biblioteca e 
Informática, Instituto de Investigaciones Legislativas, Comunicación Social 
y Asuntos Internacionales. Los dos últimos se crearon en esta ocasión; pode-
mos suponer que era necesario un comité de Comunicación Social y quizá 
de Asuntos Internacionales. Sin embargo, también podemos sospechar que 
esta fue la única manera de alcanzar un acuerdo entre los tres partidos más 
grandes: PAN, PRI y PRD. Al PAN le correspondió el Comité de Adminis-
tración y al PRD el de Comunicación Social. Sólo así pudieron generarse 
los acuerdos necesarios para instalar las comisiones, hasta el último día que 
prevé la ley, el 30 de septiembre.

Se salvó la crisis política gracias a los acuerdos entre las oposiciones 
y a que, finalmente, el PRI reconoció que no era lo mismo ser primera 
minoría que mayoría. La realidad se impuso sobre las y los representantes 
que entendieron que había que empezar a discutir una nueva LOC, que 
pudiese gobernar la pluralidad en código de inclusión y no de imposición. 

82		 De acuerdo con Paoli, los acuerdos tomados por el Pleno de la Cámara de Diputados 
son leyes en el sentido material y no pueden ser impugnados frente a los jueces. La realidad 
es que esos acuerdos fueron la salida política a un vacío legal (Paoli, 1997, p. 247).
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Si bien la discusión empezó de inmediato, su aprobación tomó dos años de 
intensos debates. Se aprobó hasta el 3 de septiembre de 1999, en el último 
año de la LVII Legislatura.

Doce iniciativas de reformas, aunque de muy diferente calado, fueron 
necesarias antes de que se aprobara, ahora sí, una nueva LOC en 1999, 
que integró en las decisiones de poder a los tres partidos políticos más 
grandes. Fue un avance sustancial en el proceso de institucionalización con 
un Poder Legislativo plural, con mejores condiciones para ser el contrape-
so del Poder Ejecutivo. Los órganos de gobierno fueron transformados; se 
creó la Mesa de Decanos, hubo una reducción importante del número de 
comisiones y se aprobaron importantes medidas para el fortalecimiento del 
Poder Legislativo, que detallaremos a continuación.

Por lo que hace a la Mesa de Decanos, sustituyó al Colegio Electoral, el 
cual tenía dos funciones: primero, la calificación de las elecciones, facultad 
que perdió en definitiva con la reforma electoral de 1996; segundo, la ins-
talación del Congreso, y esta función, únicamente, ahora la tendría la Mesa 
de Decanos, que la conformarían un presidente, tres vicepresidentes y tres 
secretarios que deberían escogerse de entre los legisladores “que hayan 
desempeñado con mayor antigüedad la responsabilidad de legislador fe-
deral” (artículo 15, fracción 2). Es de llamar la atención el reconocimiento 
implícito que se hizo a la carrera legislativa, a pesar de que la prohibición 
de la reelección consecutiva continuó vigente hasta 2018; la primera ree-
lección de legisladores en el ámbito federal fue en 2021.

La nueva Mesa Directiva quedó conformada por un presidente, tres 
vicepresidentes y tres secretarios que duran en su encargo un año (artículo 
17). Para elegir a los miembros se requieren dos terceras partes de los votos 
del Pleno, lo que obligó a los tres partidos grandes a generar acuerdos a tra-
vés de la negociación. Sus funciones están definidas en el artículo 20:

Artículo 20. 1. La Mesa Directiva conduce las sesiones de la Cámara y 
asegura el debido desarrollo de los debates, discusiones y votaciones del Ple-
no; garantiza que en los trabajos legislativos prevalezca lo dispuesto en la 
Constitución y la ley.

2. La Mesa Directiva observará en su actuación los principios de imparcia-
lidad y objetividad y tendrá las siguientes atribuciones:

a)  Asegurar el adecuado desarrollo de las sesiones del Pleno de la Cá-
mara;

b) Realizar la interpretación de las normas de esta ley y de los demás 
ordenamientos relativos a la actividad parlamentaria que se requiera 
para el cumplimiento de sus atribuciones, así como para la adecuada 
conducción de la sesión;
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c) Formular y cumplir el orden del día para las sesiones, el cual dis-
tinguirá claramente los asuntos que requieren votación de aquellos 
otros solamente deliberativos o de trámite, conforme al calendario 
legislativo establecido por la Conferencia para la Dirección y Pro-
gramación de los Trabajos Legislativos;

d)  Determinar durante las sesiones las formas que puedan adaptarse 
en los debates, discusiones y deliberaciones, tomando en cuenta las 
propuestas de los grupos parlamentarios;

e)  Cuidar que los dictámenes, propuestas, mociones, comunicados y 
demás escritos, cumplan con las normas que regulan su formulación 
y presentación;

f)  Determinar las sanciones con relación a las conductas que atenten 
contra la disciplina parlamentaria;

g)  Designar las comisiones de cortesía que resulten pertinentes para 
cumplir con el ceremonial;

h)   Elaborar el anteproyecto de la parte relativa del Estatuto por el cual 
se normará el servicio de carrera parlamentaria, a efecto de que 
la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos 
Legislativos lo considere para la redacción del proyecto de dicho ins-
trumento normativo; e

i)  Las demás que le atribuyen esta ley, los ordenamientos aplicables y 
los acuerdos de la Cámara.

Su duración es anual y ya no mensual, lo que significó un fortaleci-
miento de este órgano de gobierno que está obligado a conducirse bajo los 
principios de imparcialidad y objetividad. El presidente de la Mesa Direc-
tiva es, a su vez, el presidente de la Cámara de Diputados (artículo 22), y 
a pesar de tener grandes responsabilidades, no tiene la fuerza que tiene la 
figura del Speaker of  the House en democracias tradicionalmente consideradas 
como consolidadas por más de dos siglos, como son la de Estados Unidos 
o la de Gran Bretaña.83 Como bien señala Puente, primero la Gran Comi-
sión y posteriormente la Jucopo (órganos políticos), que siempre han estado 
por encima de la Mesa Directiva. Una constante entre 1997 y 2018 fue el 
fortalecimiento de las élites partidistas, particularmente de “los tres partidos 
grandes”: PAN, PRI, PRD.

La Jucopo sustituyó a la Gran Comisión, que por definición legal estaba 
integrada solamente por el partido mayoritario y tenía el control político 
en ambas Cámaras.84 En ésta participarán los coordinadores de cada uno 

83		 En Gran Bretaña se exige al Speaker of  the House que renuncie a su afiliación partidista 
para garantizar el buen desempeño de la Cámara.

84		 LOC 1999, artículo 31 para la Cámara de Diputados, y artículo 80 para el Senado.
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de los grupos parlamentarios, y tiene como propósito impulsar acuerdos 
y procurar consensos, pero establece que cuando sea necesario tomar las 
decisiones por mayoría, se hará por el voto ponderado; es decir, tomando 
en cuenta el peso de cada fuerza política según el número de curules con-
seguidas.85 Se prevén dos situaciones: si ningún partido obtuvo la mayoría 
absoluta (251 asientos), la presidencia será rotativa; a contrario sensu, si un 
partido la obtiene retendrá la presidencia los tres años de la Legislatura. Las 
atribuciones de la Jucopo están definidas en el artículo 34:

1. A la Junta le corresponden las atribuciones siguientes:
a)  Impulsar la conformación de acuerdos relacionados con el contenido 

de las propuestas, iniciativas o minutas que requieran de su votación en 
el Pleno, a fin de agilizar el trabajo legislativo;

b) Presentar a la Mesa Directiva y al Pleno proyectos de puntos de acuer-
do, pronunciamientos y declaraciones de la Cámara que entrañen una 
posición política del órgano colegiado;

c)  Proponer al Pleno la integración de las comisiones, con el señalamiento 
de la conformación de sus respectivas Mesas Directivas, así como la 
designación de delegaciones para atender la celebración de reuniones 
interparlamentarias con órganos nacionales de representación popular 
de otros países o de carácter multilateral; con respecto a estas reunio-
nes, en los recesos, la Junta de Coordinación Política podrá hacer la 
designación a propuesta de su Presidente;

d)  Presentar al Pleno, para su aprobación, el anteproyecto de presupuesto 
anual de la Cámara;

e)  Analizar y en su caso aprobar el informe de ejecución presupuestal 
que reciba de la Secretaría General, en donde se establezca el estado que 
guardan las finanzas de la Cámara;

f)   Elaborar y proponer a la Conferencia para la Dirección y Programa-
ción de los Trabajos Legislativos el anteproyecto de la parte relativa del 
Estatuto por el cual se normará el servicio de carrera administrativo y 
financiero, a efecto de que lo considere para la redacción del proyecto 
de dicho instrumento normativo;

g)  Asignar, en los términos de esta ley, los recursos humanos, materiales y 
financieros, así como los locales que correspondan a los Grupos Parla-
mentarios; y

h)  Las demás que le atribuyen esta ley, o los ordenamientos relativos.

85		 Vale la pena hacer la aclaración de que el porcentaje de votos válidos obtenidos en la 
elección nunca coincide con el porcentaje de curules en ninguna de las dos cámaras, ya que 
el sistema electoral mexicano es profundamente desproporcional a pesar de la introducción 
de la representación proporcional y los senadores de primera minoría, en el caso del Senado.
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El conjunto de la Mesa Directiva y la Jucopo forman la Conferencia 
para la Dirección y la Programación de los Trabajos Legislativos (artículo 
37). “Algunas de sus facultades más importantes son controlar la integración 
de los miembros y directivas de las comisiones, comités y otros órganos in-
ternos; la aprobación del proyecto de presupuesto de la Cámara” (Puente, 
2017, p. 104).

La nueva ley redujo a 23 el número de comisiones ordinarias en la Cá-
mara de Diputados86 y a 29 en el Senado,87 lo que debe entenderse como un 
fortalecimiento del sistema de comisiones. Esta reducción fortalece el tra-
bajo del Poder Legislativo y, por tanto, abona a su institucionalización; sin 
embargo, esto creó una importante tensión con las fracciones de los partidos 
pequeños (PVEM y PT), ya que vieron disminuida la posibilidad de obtener 
presidencias de las comisiones.

La nueva LOC tuvo un papel fundamental en la consolidación del “trí-
pode” de poder, que sostendría el trabajo legislativo a lo largo de los vein-
tiún años de gobiernos divididos. Las principales reformas constitucionales 
y decisiones políticas de gobierno fueron decididas por los partidos más 
grandes (PAN, PRI y PRD) a veces sólo con el concurso de dos fuerzas, otras 
con amplios consensos. El partido del presidente podría negociar con algu-
no de los dos grandes partidos de oposición, pero estos también podrían im-
pulsar reformas sin el concurso del partido del Ejecutivo (Casar & Marván, 
2014; Casar, 2008; Puente, 2017; Mirón & Béjar, 2003).

Los grupos parlamentarios quedaron establecidos para ambas cámaras 
desde la LOC, y después de que en 1996 cambiara la fórmula de integra-
ción del Senado a dos senadores de mayoría, uno de primera minoría y un 

86		 Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural; Asuntos Indígenas; Atención a Grupos Vul-
nerables; Comercio y Fomento Industrial; Comunicaciones y Transportes; Defensa Nacional; 
Desarrollo Social y Vivienda; Educación Pública, Cultura, Ciencia y Tecnología; Energía; 
Equidad y Género; Fomento Cooperativo y Economía Social; Gobernación, Población y Se-
guridad Pública; Hacienda y Crédito Público; Justicia y Derechos Humanos; Marina; Medio 
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca; Presupuesto y Cuenta Pública; Puntos Constitucio-
nales y Sistema Federal; Reforma Agraria; Relaciones Exteriores; Salud y Seguridad Social; 
Trabajo y Previsión Social, y Turismo.

87		 Administración; Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural; Asuntos Indígenas; 
Biblioteca y Asuntos Editoriales; Comercio y Fomento Industrial; Comunicaciones y 
Transportes; Defensa Nacional; Derechos Humanos; Desarrollo Social; Distrito Federal; 
Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología; Energía; Equidad y Género; Estudios Legis-
lativos; Federalismo y Desarrollo Municipal; Gobernación; Hacienda y Crédito Público; 
Jurisdiccional; Justicia; Marina; Medalla Belisario Domínguez; Medio Ambiente, Recursos 
Naturales y Pesca; Puntos Constitucionales; Reforma Agraria; Reglamentos y Prácticas 
Parlamentarias; Relaciones Exteriores; Salud y Seguridad Social; Trabajo y Previsión So-
cial, y Turismo.
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cuarto de representación proporcional,88 se incrementó el número de sena-
dores a 128, razón por la que se igualó a cinco el número mínimo de legis-
ladores para poder formar un grupo parlamentario. Corresponde a cada 
partido decidir las normas internas que garanticen el buen funcionamiento 
de su fracción, así como la forma de elección de la persona que coordinará 
sus trabajos y les representará en la Jucopo. Los partidos tienen derecho a 
organizarse en un grupo parlamentario y sólo en uno. La ley también esta-
blece que sólo se reconocerá un grupo parlamentario por partido político; 
es decir, en caso de que hubiese divisiones al interior de un partido, sólo se 
reconocerá a un grupo parlamentario, aquel que agrupe al mayor número 
de representantes, lo que, en teoría, debería funcionar como un incentivo 
para los acuerdos al interior de cada partido.

Otras cuestiones de enorme relevancia en el proceso de institucionali-
zación del Poder Legislativo fueron la creación del Canal del Congreso, que 
ha contribuido a darle visibilidad al quehacer parlamentario frente a la so-
ciedad; la creación de la Gaceta Parlamentaria; el servicio profesional para los 
cuerpos de apoyo, y el reconocimiento explícito de la necesidad de contar 
con personal especializado para apoyar en sus trabajos legislativos a las y 
los legisladores.

El Canal de Televisión del Congreso se fundó el 17 de noviembre de 
1997, unos meses después, en marzo del siguiente año, se creó la Comi-
sión Bilateral del Canal de Televisión del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos. Dicho canal se ha dado a la tarea de crear contenidos 
que sirvan para acercar a los legisladores con la ciudadanía en general, y 
se utiliza como una herramienta de transparencia, por ejemplo, cuando 
transmiten las entrevistas de candidatos a ocupar cargos de dirigencia en 
los múltiples OCA, que se crearon en la era de los gobiernos divididos. Los 
artículos 140 y 141 de la LOC institucionalizaron tanto al canal como a la 
Comisión que lo gobierna.

Con respecto a la Gaceta Parlamentaria, le dio formalidad al quehacer 
cotidiano del Poder Legislativo y quedó bajo la responsabilidad de la Secre-
taría de Servicios Parlamentarios.

…sirvió para dar certeza a los legisladores en los temas que se discutirían en 
las sesiones del Pleno ya que, por increíble que parezca, los diputados no sa-
bían los asuntos que formaban parte del orden del día, por lo tanto, no podían 
prepararse previamente para participar en los debates o elaborar propuestas 

88		 Para los senadores de representación proporcional, el país entero se considera una sola 
circunscripción. Cada partido presenta una lista, lo que tuvo como consecuencia que en el 
Senado no haya el mismo número de senadores por cada entidad.
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alternativas a las que se presentarían en el Pleno por las comisiones o los ór-
ganos de gobierno. (Puente, 2017, p. 104)

Con relación a la organización administrativa del Congreso, en ambas 
cámaras se creó el servicio civil de carrera, que, de acuerdo con la propia ley, 
debería encargarse de profesionalizar los servicios de apoyo parlamentario, 
con sendos centros dedicados a la capacitación y normarse a través de la 
aprobación de un estatuto para regular su funcionamiento. Sin embargo, dos 
décadas después, en octubre de 2019, el diputado Porfirio Muñoz Ledo pre-
sentó una iniciativa de ley en la que reconoció que el servicio civil de carrera, 
que mandató la ley de 1999, nunca funcionó porque los propios partidos polí-
ticos se encargaron de que así fuera.89 Como sucedió también con el frustrado 
intento de Vicente Fox de crear un servicio civil de carrera para la Adminis-
tración Pública Federal, las élites partidarias sabotearon su funcionamiento 
porque les disminuía los inmensos márgenes de discrecionalidad en las con-
trataciones de su personal de apoyo. La ausencia de servicios profesionales de 
carrera ha impedido la institucionalización plena del Poder Legislativo.

La LOC90 estableció, en su artículo 49, tres centros para dar soporte al 
trabajo legislativo: el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, con la 
finalidad de apoyar a la Cámara de Diputados en todas sus tareas relacio-
nadas con la aprobación del presupuesto federal; el Centro de Estudios de 
Derecho e Investigaciones Parlamentarias, y el Centro de Estudios Sociales 
y de Opinión Pública. Estos formarían parte de la Secretaría de Servicios 
Parlamentarios, y deberían estar al servicio del Parlamento y no de los par-
tidos o grupos parlamentarios.

La nueva LOC auguraba un buen proceso de institucionalización del 
Poder Legislativo; no obstante, los resultados no fueron tan buenos. Prueba 
de ello es la inestabilidad de la ley que, en sólo 19 años de vigencia entre 
1999 y 2018, se ha reformado en 40 ocasiones.91 Muchas de estas reformas 
fueron menores, o bien, consecuencia de otras reformas, por ejemplo, todo 
lo que tuvo que ver con los procesos de selección de las personas que ocu-
parán los puestos de dirección de los diversos OCA creados en el periodo 
de estudio, pero otras son de gran calado y, en no pocas veces, significaron 
francos retrocesos en el proceso de institucionalización.

89	 	La iniciativa que presentó el diputado Muñoz Ledo tampoco prosperó en esta ocasión 
y fue retirada el 21 de enero de 2020, disponible en: http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Do 
cumentos/2019/10/asun_3957323_20191031_1572543790.pdf (fecha de consulta: 6 de abril 
de 2023).

90		 LOC, artículo 49, numeral 3.
91		 Después del 1o. de septiembre de 2018 y hasta diciembre de 2023 se ha reformado tres 

veces más.
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Uno de los artículos más reformados es el 39, que establece las comisio-
nes ordinarias de la Cámara de Diputados. Si bien habíamos considerado 
un cambio positivo con la reducción a 23 comisiones en 1999, estas se han 
ido incrementando de forma constante, de tal manera que, para el 6 de oc-
tubre de 2021, fecha de la última reforma, ya eran 53.92 La necesidad de 
incrementar comisiones sirve para tener mayores puestos que repartir; las 
presidencias de las comisiones son muy codiciadas, aun cuando haya comi-
siones que nunca se reúnan. Huelga decir que entre 1999 y 2023 nunca ha 
habido una reforma para disminuir comisiones.

Habrá que llamar la atención de manera particular sobre la reforma del 
13 de septiembre de 2006, que provocó la partidización de la Mesa Directiva 
de la Cámara de Diputados al haber cambiado su conformación. Los tres se-
cretarios fueron sustituidos por un secretario de cada grupo parlamentario,93 
con lo cual, de alguna manera, se replica la conformación de la Jucopo. 
También se eliminó el orden en el que habrían de rotarse la presidencia los 
tres grupos parlamentarios más numerosos, cuando ningún partido por sí 
mismo hubiese obtenido la mayoría absoluta de curules. Se puede considerar 
que esto es regresivo porque incide negativamente en el trabajo técnico que 
es indispensable y privilegia la estructura de gobierno de la Cámara alrede-
dor de los partidos en ella representados. Para prevenir la concentración de 
poder en un solo partido se establece que la presidencia de la Mesa Directiva 
no la puede detentar el mismo partido que preside la Jucopo.

Otra reforma que vale la pena mencionar, pues nos habla de cómo se fue 
volviendo conflictiva la partidización de todos los órganos de la Cámara de 
Diputados, es la reforma del 21 de abril de 2008. En ésta se crea el Comité 
de Decanos94 (diferente de la Mesa de Decanos, encargada de la instalación 
de la Cámara). El Comité de Decanos debería facilitar acuerdos entre los gru-
pos parlamentarios cuando se entramparan en la Jucopo y/o en la Mesa Di-
rectiva. Como consecuencia del conflicto electoral de 2006, los años de la LX 
Legislatura (2006-2009) fueron especialmente ríspidos; a pesar de que el PRD 
exigió la reforma electoral de 2007-2008, asumió una postura abiertamente 
obstruccionista durante todo el periodo, lo que hizo evidentes muchas dificul-
tades para generar consensos y acuerdos, atendiendo sólo al criterio de pro-
porcionalidad que prevalecía tanto en la Jucopo como en la Mesa Directiva.95

92		 Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/locg.htm (fecha de consulta: 
20 de diciembre de 2023).

93		 LOC, artículo 17, numeral 1.
94		 LOC, artículo 46, numeral 4.
95		 A través del artículo cuarto transitorio de la reforma constitucional (DOF del 13 de 

noviembre de 2007) se destituyó, a partir del 1o. de enero de 2008, al consejero presidente 
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Podemos considerar que la exposición de motivos de la reforma que 
creó el Comité de Decanos96 es un auténtico mea culpa suscrito por todos los 
coordinadores de los grupos parlamentarios, que fueron los que presentaron 
la iniciativa y expresaron una doble preocupación: por un lado, la disfuncio-
nalidad de la partidización de todos los órganos de gobierno de la Cámara, 
porque en situaciones de desencuentro, el voto ponderado los mete en un 
callejón sin salida y es imposible que las negociaciones produzcan acuer-
dos; por otro lado, asumen la responsabilidad de la deslegitimación de los 
partidos y el Congreso, y reconocen que la mala imagen de los legisladores 
ya empezaba a tener efectos sobre la creciente desafección democrática, 
reflejada en estudios de opinión pública. Se determina entonces reconocer 
la experiencia de los decanos y darle a la Jucopo la posibilidad de consultar 
a este grupo, a fin de que funcionen como facilitadores de los acuerdos en 
situaciones complicadas. La exposición de motivos dice, literalmente:

Las fracciones parlamentarias, especialmente en la Cámara de Diputados, 
tendrán que mostrar por encima de su ventaja numérica, una visión cons-
tructiva acerca del desarrollo y de la gobernabilidad del país, que permita dar 
paso al entendimiento y a los comunes denominadores.

Esto no se logrará si prevalece sólo el principio de proporcionalidad en 
el que descansa el reparto y el ejercicio de las funciones legislativas en el 
Congreso federal. En el recién concluido período de sesiones este principio 
mostró severas limitaciones propiciando fluctuaciones entre disensos de los 
que nos avergonzamos los legisladores y consensos que quisiéramos predomi-
naran en nuestra tarea legislativa.

Por lo tanto, es urgente una eficaz instancia dentro de la organización de 
la Cámara de Diputados, que contribuya a la tolerancia, a la prudencia y, 
particularmente, a reforzar una visión constructiva del papel del Congreso 
en el desarrollo nacional a partir de consensos. (Cuaderno de Apoyo SAD-
04-08, p. 1243)

El diagnóstico de los legisladores fue acertado; sin embargo, el remedio 
no fue suficiente para fortalecer efectivamente al Poder Legislativo por en-
cima de la partidización que habían construido y que siguieron cultivando, 
por lo menos hasta 2018. Perdieron la oportunidad de tomar algunas medi-

Luis Carlos Ugalde, porque suponían que para esa fecha el proceso de reforma legal estaría 
concluido, sin embargo, la reforma legal se publicó hasta el 14 de enero de 2008. El IFE que-
dó formalmente sin consejero presidente hasta que los partidos políticos pudieron llegar a un 
acuerdo en la Cámara de Diputados para el proceso de selección de los nuevos consejeros. 
Fue hasta el 7 de febrero de 2008 que quedó integrado en nuevo Consejo General del IFE.

96		 LOC, artículo 146, párrafo 5.
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das que hubieran abonado en esa dirección, por ejemplo, el presidente de la 
Mesa Directiva siguió siendo una figura débil, a pesar de que retóricamente, 
también en la exposición de motivos, se reconoció la importancia de la figu-
ra del Speaker of  the House del Parlamento británico. Como era de esperarse, 
el Comité de Decanos nunca ha ejercido las funciones que se le asignaron a 
través de esta reforma, en la práctica es como si no existiera.

Si bien es cierto que el Poder Legislativo ha tenido avances sustanciales 
y que en el periodo hubo muchas medidas a favor de su institucionalización, 
lo que a su vez contribuyó a caminar en la dirección correcta en el tema de 
su relación con el Ejecutivo, también es menester reconocer que la institu-
cionalización del Congreso mexicano parece interrumpida (Saiegh, 2010). 
Tenemos una consolidación del poder de los partidos políticos en un arreglo 
informal tipo cartelizado (Katz & Mair, 2022), en el sentido del reparto oli-
gopólico del mercado de votantes y la distribución de los “bienes del poder” 
que les ofrecía el Poder Legislativo. Esta actuación de los partidos “cartel” 
muy pronto se convirtió en un verdadero impedimento para la transforma-
ción de la cultura autocrática heredada de las glorias del sistema de partido 
hegemónico, en lo que Almond y Verba llamaran, en los años sesenta, una 
auténtica cultura cívica.

En síntesis, la normativa avanzó más deprisa que la implantación de una 
nueva cultura democrática, especialmente entre las élites partidarias. Múl-
tiples decisiones de los coordinadores parlamentarios dejaron en evidencia 
la tensión entre la dignificación del Poder Legislativo y el fortalecimiento de 
los partidos políticos. Asimismo, la ausencia de una ética democrática de los 
principales actores políticos debilitó los esfuerzos al interior del Poder Legis-
lativo; por eso fue imposible la creación de un verdadero servicio profesional 
de carrera, a pesar de que racionalmente estaban conscientes de su necesi-
dad; por eso dilataron tanto la aprobación de un nuevo reglamento; por eso, 
en dos décadas, necesitaron modificar la LOC en cuarenta ocasiones; por 
eso incrementaron el número de comisiones sin reparar en el debilitamiento 
que ello significó. Hubo avances, pero fue el propio Poder Legislativo el que 
impidió convertirse en un auténtico contrapeso del Ejecutivo.

IV. Aprobación del presupuesto, síntesis de tensiones 
y deficiencias del Poder Legislativo

Una de las deficiencias normativas más importantes para el buen funciona-
miento del Congreso y de la relación entre el Poder Ejecutivo y el Legislati-
vo fue “el pésimo diseño constitucional para la aprobación del presupuesto” 
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(Lujambio, 2010c, p. 113). De acuerdo con Lujambio, los tiempos que es-
taban diseñados para la presentación y aprobación del presupuesto (15 de 
noviembre a 15 de diciembre) eran absolutamente insuficientes para que la 
Cámara de Diputados pudiera discutir con seriedad la Iniciativa del PEF. No 
existían previsiones para el caso en que no se aprobara, y tampoco estaba 
claro si el presidente podría vetar o no un presupuesto que considerara inad-
misible por las muchas modificaciones que hubiese introducido la Cámara de 
Diputados. Todo estaba pensado para una función de rubber stamp que, como 
era previsible, dejó de funcionar a partir de 1997, cuando inició el periodo de 
los gobiernos sin mayoría. En gran medida, podemos tomar como indicador 
de la nueva relación entre poderes la forma en la que en los gobiernos divi-
didos se procesó la discusión y aprobación del PEF (Reyez-Hernández et al., 
2013; Magar, 2014).

Antes de 1997, cuando el PRI contaba con mayoría absoluta en la Cámara de 
Diputados, el proyecto de presupuesto se aprobaba con muy pocos cambios, 
incluso se dice que los dictámenes se redactaban en la Secretaría de Hacienda 
y ésta los remitía a la Comisión de Presupuesto de la Cámara de Diputados 
para su aprobación. (Integralia, s. f., p. 8)97

Desde noviembre de 1997 se advirtió claramente la conflictividad que 
se desataría con motivo de su aprobación. Las oposiciones que se habían 
unido en contra del PRI para alterar el proceso de negociación intentaron 
aprobar una modificación al impuesto al valor agregado, para que pasara 
del 15% al 12.5%. Esta iniciativa fue detenida por el Senado, que conser-
vaba una sólida mayoría priista, y después de dos rechazos consecutivos no 
pudo prosperar.98 Pero hay elementos en el proceso de negociación que me-
rece la pena rescatar. El más significativo, en su momento, fue la ruptura del 
bloque opositor de los cuatro partidos (PAN, PRD, PT y PVEM) que habían 
logrado, meses antes, la instalación de la LVII Legislatura. El presupuesto 
se aprobó con el voto del PAN, que a cambio de su voto negoció una forma 
diferente para que la Federación entregara presupuesto a los municipios. 
Cuando el PRD reclamó airadamente al PAN por su “traición”, el panista 

97		 Este documento de Integralia Consultores es especialmente valioso porque, además de ha-
cer un análisis de las cifras duras del presupuesto, se elaboró con base en entrevistas directas 
a 38 actores políticos, tanto del Poder Ejecutivo como del Poder Legislativo, que estuvieron 
involucrados de forma directa en los diversos procesos de negociación del PEF.

98		 En abril de 1995, por iniciativa del presidente Ernesto Zedillo, se incrementó el im-
puesto al valor agregado del 10% al 15%. Ésta se aprobó sólo con el voto de las y los legis-
ladores priistas. Véase esta nota de prensa en: https://elpais.com/diario/1995/03/19/economia 
/795567603_850215.html (fecha de consulta: 20 de marzo de 2023).
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Medina Plascencia contestó, con algo de cinismo, que no existía un bloque 
opositor; simplemente se trataba de acuerdos, y uno había sido el que hizo 
posible la instalación de la Cámara en septiembre, reseñado antes, y otro 
acuerdo era el de la aprobación del presupuesto.

En este caso, según explicaron los blanquiazules, se trató de una “cuestión 
práctica”. Acción Nacional obtuvo ventajas que parecían fuera de su alcance. 
Al inicio de las negociaciones había solicitado un incremento de 23% a las 
transferencias a los gobiernos estatales y municipales. La Secretaría de Ha-
cienda ofreció un terminante 8%. Y el PAN obtuvo una transacción que, por 
otra vía, atendía su demanda. En efecto, frente a una Hacienda reservona y 
cicatera, consiguió que en las transferencias de recursos a sus municipios el 
presupuesto dejara de privilegiar a los municipios marginados, y los recursos 
se asignaran de acuerdo con un criterio demográfico cuantitativo. De golpe, 
el blanquiazul ganaba una tajada sustancial que beneficiaba a las grandes 
ciudades bajo su control, en detrimento de los ayuntamientos más pobres, 
mayormente de signo tricolor. (Pérez & Torres, 2021, p. 139)

En el proceso de negociación del presupuesto pronto se notó tanto la 
insuficiencia del marco legal como la impericia de los partidos políticos para 
actuar en las nuevas condiciones de pluralidad. La tensión entre las oposi-
ciones y el Ejecutivo llegó a un punto crítico; sin exagerar, estuvo en riesgo 
la aprobación del presupuesto de 1998, ya que, en su afán por demostrar la 
fuerza de las oposiciones, en una primera votación rechazaron en lo gene-
ral el presupuesto presentado por Zedillo. Fue el presidente de la Cámara, 
Porfirio Muñoz Ledo, del PRD, quien, mediante una argucia de dudosa 
legalidad, pero de extrema necesidad, anuló la votación para volver a some-
terla al Pleno. En la segunda ocasión se aprobó en lo general y se procedió a 
discutir las reservas, y pese a que fueron muy numerosas y los cambios sus-
tantivos, fue posible contar con un presupuesto para que operara en 1998 
(Hernández, 2005, p. 196 y ss.).99

En la era de los gobiernos divididos se desarrollaron mecanismos clien-
telares que, combinados con el proceso de cartelización de los partidos, con-
juraron los temores de parálisis del Congreso a costa de la consolidación de 
un sistema democrático. Es cierto que nunca se actualizó la imposibilidad 
del gobierno federal de operar, pero tuvo que pagar un altísimo costo; sólo 
funcionó a cambio de fuertes concesiones económicas a todos los actores 

99		 El proceso legislativo establece que cuando una iniciativa de ley es rechazada en lo 
general, no puede presentarse hasta el año siguiente; de no haber encontrado una argucia 
para “desfacer el entuerto” no habría sido posible tener aprobación para el PEF de 1998.
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políticos que dependen del gobierno federal: gobernadores, presidentes 
municipales, coordinadores parlamentarios y presidentes de los partidos 
políticos nacionales. Así, rápidamente aprendieron las técnicas del chantaje 
para obtener ventajas económicas a cambio de su voto en el Congreso. 
Tanto el PRI como el PAN, cuando les tocó fungir como partido en el poder, 
consiguieron aprobar el presupuesto a cambio de ingentes concesiones.

En el proceso de negociación del presupuesto de 2003 (diciembre de 
2002) se estableció que el 50% de los ingresos extraordinarios por ventas del 
petróleo serían recursos extraordinarios para los estados (Hernández, 2005, 
p. 204). Esto supuso una importante disminución de la discrecionalidad de 
la SHCP, que, en última instancia, es una merma innegable del poder pre-
sidencial. Sin embargo, también se hace evidente que empieza a funcionar 
en México lo que en la política estadounidense se llama pork barrel.100 Esta 
fue la forma en la que en México se “aceitaron” los acuerdos políticos entre 
partidos que evitaron la parálisis de los gobiernos sin mayoría.101

En esa época se enriqueció el argot político mexicano con dos nuevos 
“conceptos” que revelan los costos de la negociación y el proceso de cons-
trucción del clientelismo presupuestal. Como es bien sabido, la parte más 
importante del presupuesto está comprometida de antemano, y el monto 
sujeto a negociaciones es relativamente pequeño. De acuerdo con el estudio 
coordinado por Luis Carlos Ugalde, no excede el 10% del PEF y se le co-
noce como la “piñata”,102 lo que en sí mismo es revelador de la concepción 
que se le dio en la Cámara de Diputados. El otro neologismo fue el de los 
“moches”, que define los montos de dinero que los diputados conseguían 
reubicar en el presupuesto, en beneficio de un determinado municipio o 
estado, a cambio de una de dos cosas, o las dos juntas: primero, un porcen-
taje del monto sería para ellos en lo personal, y segundo, comprometían 
al gobernador o presidente municipal a contratar la obra pública con una 
determinada compañía, a la que la o el legislador estaba vinculado, y con-

100		 De manera más específica, se utiliza para los incentivos que se les entregan directa-
mente a diputados y senadores para hacer política en su distrito o estado. Son concesiones de 
gasto federal a ciertos miembros del Congreso que sirven a éste para incrementar su influen-
cia política sobre su electorado (constituency), especialmente pensado en sumar puntos para 
su siguiente reelección. Creo que es válido referirnos con el mismo término a los incentivos 
económicos que han funcionado para poder alcanzar acuerdos en el Poder Legislativo.

101		 La disposición de estos y otros recursos extraordinarios que obtuvieron los goberna-
dores en dichos procesos de negociación, propios de los gobiernos sin mayoría en México, 
fueron un facilitador importante para el crecimiento exponencial de la corrupción en el 
siglo XXI.

102		 El término equivalente al de “piñata” más aproximado de la política estadounidense 
sería el de pork barrel.
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seguía así ciertos beneficios personales. Aunque el pork barrel y los “moches” 
podrían parecerse mucho, es importante establecer claramente la distinción 
que existe entre ambos conceptos: en el primer caso la “ganancia extra” del 
legislador es presupuesto para su localidad; en el segundo caso el beneficio 
personal se incrementa por prácticas de enriquecimiento ilícito a costa del 
presupuesto para la obra pública.

Si bien en la era del presidencialismo autoritario el papel del Poder Le-
gislativo, en el proceso de aprobación del PEF, era absolutamente anodino, 
en la era de los gobiernos divididos se incrementaron los actores que inter-
vinieron, lo que redundó en un proceso mucho más complejo que dio lugar 
a varias reformas constitucionales y legales, una controversia constitucional 
y un sinnúmero de desencuentros entre los actores políticos relevantes.

Los actores relevantes en los años del presidencialismo transicional, o 
de los gobiernos divididos, fueron el Poder Ejecutivo, en el que participaban 
tanto el presidente como la SHCP. Muchas ocasiones, jugando diferentes 
papeles complementarios entre sí (policía bueno-policía malo), cada presi-
dente impuso su propio estilo a la negociación. Los gobernadores adquirie-
ron una gran relevancia en el proceso de negociación del presupuesto. La 
participación activa de los diputados adquirió diversas lógicas, lo que fue un 
factor más de complicación en la negociación del presupuesto; en determi-
nados momentos actuaron como grupos parlamentarios, es decir, organiza-
dos por partidos, pero en otros estuvieron agrupados alrededor del(la) titular 
del Poder Ejecutivo de su respectiva entidad. También, entre 1997 y 2018, 
los despachos de cabilderos y de gestores de recursos adquirieron mucha 
importancia, actuaron a sus anchas frente a la muy calculada decisión de 
no establecer la más mínima transparencia y regulación a sus actuaciones, a 
pesar de que hubo intentos frustrados tanto de regular la práctica como de 
generar padrones de despachos y oficinas de cabilderos que sirvieran para 
transparentar su actuación (Integralia, s. f.).

En los primeros años de los gobiernos sin mayoría apareció otro actor 
político importante, la Conferencia Nacional de Gobernadores (Conago), 
que, a pesar de no tener un marco jurídico que le diese sustento, debemos 
considerarlo un factor real de poder. Podemos definirla como un mecanis-
mo de negociación principal, pero no exclusivamente en materia presupues-
tal y hacendaria entre los gobernadores y el titular del Ejecutivo. Tiene 
como antecedentes relevantes al Sindicato de Gobernadores (1992-2001), 
organización priista que resiste las políticas complacientes de Zedillo con los 
primeros gobernadores de oposición, y a la Asociación Nacional de Gober-
nadores (1999-2002), organización perredista que exige el incremento de 
las participaciones federales en los presupuestos de las entidades.
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Se considera que la Conago nace formalmente con la llamada De-
claratoria de Cancún, del 13 de julio de 2002. Ésta es firmada por veinte 
gobernadores, dieciséis del PRI y cuatro del PRD, y surge en franca oposi-
ción a Vicente Fox, por ello los gobernadores del PAN no participan en un 
primer momento. Es hasta la primera reunión, el 21 de febrero de 2003, 
que se lleva a cabo en Guanajuato, entidad gobernada por el panista Juan 
Carlos Romero Hicks, que por primera vez asisten el presidente Fox y su 
secretario de Gobernación, Santiago Creel; con ello la Conago adquiere 
legitimidad, a pesar de seguir careciendo de legalidad. Fue Felipe Calde-
rón el presidente que acabó por integrar este nuevo actor político en los 
procesos de negociación de la Federación con los gobiernos locales (Téllez-
Cuevas, 2014, pp. 36-59).

Las formas de negociación del presupuesto tuvieron variaciones im-
portantes en las que cada uno de los presidentes dejó su impronta perso-
nal. De acuerdo con el reporte de Integralia (s. f.),103 Zedillo se preocupaba 
directamente del presupuesto. Era su inquietud mantener una estricta dis-
ciplina financiera, y para ello hubo una fuerte centralización del proceso 
en coordinación con Santiago Levy, a la sazón subsecretario de egresos en 
la SHCP (p. 45).

En el sexenio de Fox (2000-2006) hubo dos momentos diferentes: pri-
mero, los secretarios cabildeaban directamente sus respectivos presupues-
tos con los diputados, con la finalidad de alterar lo que se había decidido 
en la SHCP. Esto valió al gabinete de Fox el apelativo de “gabinete Mon-
tessori”, en el que cada secretario(a) contó con amplios márgenes de liber-
tad, por no decir desorden, para acudir por sí mismo(a) a la Cámara de 
Diputados. En esta lógica, el presidente hacía de “policía bueno”, porque 
a todo decía que sí, y Francisco Gil Díaz, secretario de Hacienda, hacía del 
“policía malo”, ya que tuvo el poder de determinar cuáles de las conce-
siones del presidente podían efectivamente pasar y cuáles no. Segundo, el 
subsecretario de egresos, Carlos Hurtado, fue reconocido por su inflexibili-
dad al momento de negociar el presupuesto con los legisladores, lo que a la 
postre tuvo costos políticos importantes para su carrera.104 Es el periodo de 
incubación de la política clientelar en la que los votos para la aprobación 
del presupuesto se obtuvieron a partir de concesiones económicas a los go-
biernos priistas. Como veremos más adelante, el conflicto generado a raíz 

103		 Para la elaboración de este reporte se entrevistó a múltiples actores: exsecretarios de 
Estado, exdiputados y otros actores que trabajaron directamente en la aprobación de, al 
menos, un presupuesto federal.

104		 Cuando Felipe Calderón envió al Senado la propuesta para nombrarlo vicegoberna-
dor del Banco de México, los partidos políticos se vengaron rechazando su nombramiento.
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de la aprobación del presupuesto llevó a Fox a vetar el de 2005, lo que a su 
vez derivó en una controversia constitucional, pues no estaba claro que el 
Poder Ejecutivo tuviese esta facultad.105

Felipe Calderón (2006-2012) reordenó los procesos de negociación del 
presupuesto. Sus dos secretarios de Hacienda tuvieron estilos diferentes: 
mientras Agustín Carstens fue muy laxo, Ernesto Cordero regresó a la 
ortodoxia presupuestaria, entre otras cosas, obligado por la crisis econó-
mica mundial de 2008. La experiencia del PAN en la presidencia les en-
señó diversas formas para facilitar los acuerdos, más allá de la piñata o 
los moches. Por ejemplo, algunas partidas se enviaban intencionalmente 
disminuidas para que se discutieran en la Cámara de Diputados, que 
normalmente mordía el anzuelo; en muchas ocasiones los incrementos 
conseguidos sólo regresaban al presupuesto inercial y los diputados invo-
lucrados en la negociación tenían la oportunidad de colgarse una medalla 
(Integralia, s. f., p. 46).

El PAN compró pax romana pero gestó un modelo que con el paso de los años 
causó la “industria de los moches” y corrupción al interior del Congreso. 
Para los gobernadores fue una época de oro porque contaban con mayores 
recursos sin la interferencia del gobierno central. Un ex gobernador del PRI 
del sureste mexicano solía decir que aquello “era el paraíso”. Otro ex gober-
nador de una coalición PAN-PRD reflexiona a distancia que “se transitó del 
federalismo al feudalismo hacendario”. (Integralia, s. f., p. 46)

Con Enrique Peña Nieto no se rompió la lógica clientelar, pero sí se 
recentralizó el proceso de negociación en la SHCP. Claramente, se advirtió 
a los gobernadores, priistas o de cualquier otro partido, que sus posibilida-
des de éxito se verían, con franqueza, disminuidas si trataban de negociar 
directamente en la Cámara de Diputados. Esto significó un decremento de 
la fuerza del Poder Legislativo y la recuperación del Poder Ejecutivo, pero 
por la vía de la práctica política y no como parte de un nuevo arreglo insti-
tucional. Es con Peña Nieto que se amplió una serie importante de progra-
mas de fondos en el Ramo 23,106 para que los coordinadores de los grupos 
parlamentarios pudieran disponer de ellos y repartirlos entre sus respectivas 
bancadas sin reglas de operación y sin la responsabilidad de rendir cuentas 

105		 Controversia Constitucional 109/2004 resuelta en mayo de 2005, disponible en: 
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=2095957&fecha=24/10/2005#gsc.tab=0 (fecha de con-
sulta: 10 de marzo de 2023).

106		 El Ramo General 23 es un apartado específico del PEF denominado “Provisiones sala-
riales y económicas”. Lo conforman diversos fondos y es uno de los ramos más importantes 
para la transferencia de recursos federales a los estados y municipios.
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sobre ellos. Si bien hubo una reducción en el monto de la “piñata”, que 
pasó de 120 mil millones de pesos a 30 o 40 mil millones, también hubo una 
reducción de transparencia que propició, a la postre, los altísimos niveles de 
corrupción que caracterizaron el sexenio (Alvarado, 2019).

En noviembre de 2013, Ismael Pérez Ordaz, alcalde de Celaya, Guanajua-
to, por el PAN, pidió al Cabildo su autorización para entregar 30 millones 
de pesos a diputados federales de su mismo partido por haber gestionado 
recursos presupuestales por 160 millones para obras de pavimentación en el 
municipio. “Ellos nos los patrocinaron con la consigna de que se los diéramos 
a una constructora que ellos nos iban a asignar y que la obra estuviera inflada 
un 35 por ciento para que pudiera ser solventado este asunto”, explicó Pérez 
Ordaz. Lo anterior se conoció a través de una grabación que dio a conocer 
el diario Reforma. Después de la difusión, el alcalde explicó que le pidieron 35 
por ciento de los 160 millones de pesos, pero que producto de su capacidad 
de negociación, logró una tasa menor de 20 por ciento, eso es, aproximada-
mente 30 millones de pesos. Aunque nunca entregó los recursos debido al 
escándalo suscitado a raíz de las filtraciones de Reforma, la grabación muestra 
la mecánica de la práctica de la extorsión. (Integralia, s. f., p. 161)

Como dije anteriormente, es necesario dedicar atención especial al veto 
presidencial sobre el presupuesto de 2005 y la consecuente controversia 
constitucional presentada por Vicente Fox. La aprobación del presupuesto 
de este año fue acaso la más conflictiva del periodo, y es probable que la 
reforma de junio de 2004 fuera, en alguna medida, la causante de este con-
flicto, que llegó hasta la Suprema Corte de Justicia.

En los primeros tres años se hicieron evidentes las falencias del mar-
co legal en lo que se refiere al papel del Poder Legislativo en esta materia. 
Atendiendo a ello, en junio de 2004 culmina el proceso de la reforma al ar-
tículo 74 de la CPEUM. Hubo necesidad de reconocer que era inadmisible 
que la aprobación del presupuesto fuera solamente un trámite. Con esta 
reforma se cambiaron los tiempos para discutir y aprobar el presupuesto. 
A partir de las nuevas disposiciones, la SHCP debe entregar el proyecto de 
presupuesto el 8 de septiembre, y la Cámara de Diputados tiene hasta el 15 
de noviembre para aprobarlo. La reforma dio a la Cámara de Diputados la 
facultad expresa de modificar el presupuesto, lo que sirvió de acicate para 
que el PRI y el PRD se dieran vuelo en la modificación del presupuesto. 
Al amparo de esta facultad decidieron crear nuevos programas para que la 
Administración Pública Federal los implementara en el siguiente ejercicio 
presupuestal. En la perspectiva de la administración foxista y del PAN, esto 
invadía facultades del Poder Ejecutivo. Así, el presupuesto se aprobó con 
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el voto del PRI (224 votos) y del PRD (96 votos). Todos los legisladores del 
PAN votaron en contra.

En noviembre de 2004 el presidente Fox advirtió que impugnaría el PEF 
de 2005 por considerarlo inviable. No estaba claro, en ese momento, si se 
haría ejerciendo su derecho a vetar iniciativas de ley o a través de una contro-
versia constitucional.107 Esto desató una gran discusión constitucional sobre 
los límites a la facultad de veto del presidente con respecto a un aspecto bas-
tante formalista, pero que en aquel momento se volvió crucial. De acuerdo 
con el PRI y el PRD, el PEF no podía ser materia de una controversia, ya 
que no podía ser considerado una ley en el sentido formal y material por ser 
aprobado solamente por la Cámara de Diputados.108 Fox se decantó por la 
opción de la controversia y esperó a que la SCJN resolviera.

El momento más conflictivo de ese periodo ocurrió en la negociación del 
presupuesto de 2005, ocurrida a finales de 2004, cuando el PRI y el PRD 
enmendaron porciones significativas del presupuesto y etiquetaron un sinfín 
de proyectos, lo que llevó a que el PAN, como partido en el gobierno, votara 
en contra del presupuesto que, sin embargo, fue aprobado con los votos del 
PRI y del PRD. Fue entonces que el presidente Fox veta artículos del decreto, 
pero la Cámara cuestiona su facultad de observar el presupuesto. Eso llevó al 
presidente de la República a interponer una demanda de controversia cons-
titucional ante la Suprema Corte en contra de la Cámara de Diputados con 
dos argumentos: primero, que el Ejecutivo sí contaba con atribuciones para 
vetar el presupuesto; y, segundo, que el Congreso invadía facultades del Eje-
cutivo cuando creaba proyectos específicos dentro del presupuesto. (Integralia, 
s. f., p. 161)

La resolución de la SCJN favoreció al Poder Ejecutivo al confirmar que 
éste tenía la facultad de vetar el presupuesto, no obstante, evitó pronunciar-
se sobre los límites de la facultad del Poder Legislativo para crear nuevos 
programas y proyectos al momento de modificar el presupuesto. Según un 
entrevistado, “Esa palabra (modificar) causó un corto circuito en la rela-
ción Ejecutivo-Legislativo y fue el inicio de una negociación muy conflictiva 
aquel año. Sin embargo, el fallo de la Corte ayudó para moderar el ánimo 
«etiquetador» del Congreso y convirtió al veto en una amenaza creíble” 
(Integralia, s. f., p. 161). Es importante señalar que la facultad de revisión 
constitucional que le fue otorgada a la SCJN en 1995 le permitió, en 2005, 

107		 Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/sia/coord/Presupuesto_SIA/documentos/El%20 
Universal/U30.htm.

108		 Aquí vale la pena recordar que la Constitución de 1857 eliminó al Senado; cuando fue 
restituido, en 1874 por Lerdo de Tejada, no se le dio la facultad de aprobar el presupuesto.
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resolver una disputa entre el Poder Legislativo y el Ejecutivo, y resolvió a 
favor de éste último (Magar, 2014, p. 287).

Durante la era de los gobiernos divididos, la negociación del presu-
puesto se convirtió en una innegable realidad en la que participó el Poder 
Legislativo; aunque hay que reconocer que sus debilidades estructurales y 
la ausencia de profesionalización de los diputados, así como de cuerpos de 
apoyo verdaderamente capacitados, llevaron a que la discusión sobre el pre-
supuesto fuese eminentemente política.

Las reformas realizadas al marco legal que regula el proceso presupuestario 
en México han fortalecido la participación del Poder Legislativo. No obstan-
te, éste no cuenta con las capacidades técnicas y humanas suficientes para 
procesar la información generada por el Ejecutivo. La Secretaría de Hacien-
da cuenta con más personal y mayores facilidades que la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública y el Centro de Estudios de Finanzas Públicas de la 
Cámara de Diputados. (Alvarado, 2019, p. 31)

Luis Carlos Ugalde, en el trabajo multicitado sobre el presupuesto, Mer-
len Reyes-Hernández et al. (2013) y Laura Valencia (2020), entre muchos 
otros autores, califican abiertamente estas conductas como oportunistas e 
irresponsables. En los procesos de negociación del presupuesto ha prevale-
cido la rebatinga política por encima de la discusión responsable de las po-
líticas públicas. En los años de gobierno sin mayoría “…el Congreso abdicó 
—en los hechos— de su función de control presupuestario y la gobernabili-
dad ejecutivo-legislativo se construyó sobre prácticas clientelares” (Integralia, 
s. f., p. 16). A pesar de la creación de la ASF, no se logró crear una cultura 
política de rendición de cuentas con los instrumentos jurídicos y políticos 
necesarios para controlar al Ejecutivo de manera eficiente.

V. La Auditoría Superior de la Federación, 
¿instrumento de control?

El 30 de julio de 1999 la CMH se transformó en la ASF con el propósito de 
fortalecer la capacidad de control del Poder Legislativo sobre el ejercicio del 
gasto público y de la Cuenta Pública. Si bien esta reforma afectó a todos los 
poderes, estaba destinada, principalmente, a favorecer al Poder Legislativo 
para que pudiera ejercer un control efectivo sobre el Poder Ejecutivo.

En la LVI Legislatura (1994-1997), la última antes de los gobiernos sin 
mayoría, se presentaron tres iniciativas que tocaban a la CMH, pero que 
no prosperaron, sino que al final dieron lugar a esta reforma constitucional. 
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Zedillo presentó la primera el 28 de noviembre de 1995, el Grupo Parla-
mentario del PAN hizo lo propio el 2 de abril de 1996 y el PRD el 24 de 
abril de 1997. De acuerdo con la memoria del proceso legislativo, todas las 
iniciativas coincidían en la necesidad de fortalecer las facultades de super-
visión del Poder Legislativo sobre el Poder Ejecutivo en materia de control 
presupuestario.109

A través de esta reforma se cambió el artículo 79, que, originariamente, 
tenía algunas disposiciones relativas a la Comisión Permanente, mismas que 
fueron trasladadas al artículo 78, de tal manera que todo lo relacionado con 
la nueva “entidad de fiscalización superior de la Federación”, lo que hoy co-
nocemos como la ASF, quedó concentrado en un desarrollado artículo 79. 
En el primer párrafo se establece que tendrá autonomía técnica y de ges-
tión, y su función principal es la de fiscalizar ex post todo lo relacionado con 
los recursos federales que sean ejercidos por cualquier ente público. Asimis-
mo, se le otorgan facultades para requerir, en todo momento, información 
a los entes fiscalizables, y como parte de sus fortalezas más importantes está 
la de fincar responsabilidades de carácter civil (administrativo) y/o penal a 
quienes encuentre responsables de malos manejos en el ejercicio del gasto 
público.

En su fracción II se establece la obligación de entregar el informe del 
resultado de la revisión de la Cuenta Pública a la Cámara de Diputados a 
más tardar el 31 de marzo del año posterior a su presentación; es decir, 15 
meses después de concluido el ejercicio presupuestal que se está revisando, 
y es de carácter público. Durante el proceso de análisis la ASF deberá guar-
dar reserva sobre las investigaciones en curso; la ley secundaria establecerá 
sanciones para los servidores públicos que infrinjan esta disposición.

Mucho se discutió si la ASF estaría a cargo de un cuerpo colegiado, 
propuesta de Zedillo, o si la dirección debería ser unipersonal, propuesta del 
PAN y del PRD que, finalmente, fue la postura ganadora. Su titular sería 
designado por la Cámara de Diputados por mayoría calificada de las dos 
terceras partes. Zedillo también planteó, de manera infructuosa, que los in-
tegrantes del cuerpo colegiado fueran recomendados por el Poder Ejecutivo 
y que la Cámara de Diputados decidiera.

La iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo y por el PRD proponía 
reformas a cuatro artículos constitucionales, 73, 74, 78 y 79, y la reforma 
de 1999 se limitó a estos cuatro artículos. Por su parte, la iniciativa del PAN 

109		 Poder Judicial, Memoria del Proceso Legislativo correspondiente a la Reforma Cons-
titucional del 30 de julio de 1999, disponible en: https://www.constitucion1917-2017.pjf.gob.mx/
sites/default/files/CPEUM_1917_CC/procLeg/145%20-%2030%20JUL%201999.pdf (fecha de 
consulta: 18 de julio de 2023).
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fue la más amplia, pues abarcaba catorce artículos: 26, 59, 61, 66, 69, 70, 
72, 73, 74, 75, 77, 89, 93 y 97, y si bien tenía como objetivo replantear el 
papel de la CMH, sin cambiarle de nombre, iba mucho más allá. A decir de 
la propia exposición de motivos, buscaba “redignificar” al Poder Legislativo 
a través de la institucionalización de la pluralidad en las comisiones de am-
bas cámaras; de la ampliación de los periodos de sesiones del Congreso; de 
darle facultades al Congreso para aprobar el Plan Nacional de Desarrollo; 
de eliminar la posibilidad del llamado pocket veto por parte del presidente, 
entre las más importantes. Muchas de estas reformas, como lo refleja este 
mismo trabajo, se incorporaron, pero no como parte de la transformación 
de la CMH.

Al momento de discutir el dictamen, según consta en el Diario de los De-
bates, ya a finales de 1998 el PRD radicalizó su postura e intentó que la ASF 
fuese un organismo constitucional autónomo desvinculado por completo del 
Poder Legislativo, propuesta que no prosperó. La ASF goza de grandes már-
genes de autonomía, pero es considerado un organismo técnico especializado 
de la Comisión de Vigilancia, que, de acuerdo con la LOC del 3 de septiem-
bre de 1999, recibió el nombre de Comisión de Vigilancia de la CMH.

En los veintiún años de gobiernos divididos hubo tres leyes relaciona-
das con la fiscalización. El 29 de diciembre de 2000 se promulgó la primera 
Ley de Fiscalización Superior de la Federación; el 29 de mayo de 2009 la 
sustituyó la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, 
y por último, el 18 de julio de 2016, en el contexto de la aprobación del Sis-
tema Nacional Anticorrupción (SNA), se aprobó la tercera ley en la materia, 
aunque no cambió de nombre. En todos los casos se trató de reforzar las 
normas para incrementar la exigencia, primero sobre el Poder Ejecutivo y 
después sobre todos los entes fiscalizados, cualquiera que ejerciera recursos 
públicos federales.110

Desde sus orígenes y hasta la fecha, la ASF es un órgano técnico de la 
Comisión de Vigilancia, cuya principal responsabilidad es entregarle a ésta 
su informe sobre la revisión de la Cuenta Pública. A su vez, la Comisión de 
Vigilancia debe someter al Pleno de la Cámara de Diputados la aprobación 
de la propia Cuenta Pública.

El proceso de institucionalización del órgano superior de fiscalización en los 
años recientes ha presentado un avance significativo para el cumplimiento de 
esta tarea, pero el riesgo de que la revisión de la cuenta pública quede some-

110		 Muchos estados fueron cambiando, al menos de nombre, a sus entidades de fiscaliza-
ción. El artículo 116, fracción II, sólo obliga a que las entidades estatales de fiscalización sean 
órganos con autonomía técnica y de gestión para el ejercicio de sus facultades.
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tida a intereses partidistas sigue latente y es un problema recurrente causado 
por los controles políticos con que cuenta la Comisión de Vigilancia sobre la 
Auditoría. Mientras que la Auditoría cuenta con plazos fatales y sanciones 
directas a sus funcionarios por incumplimiento, la Comisión de Vigilancia 
carece de los mismos y puede retrasar la entrega al Pleno de los informes de 
la Auditoría.

En los últimos seis años, la Auditoría ha entregado a la Cámara de Diputa-
dos los informes del resultado de revisión y fiscalización de la cuenta pública 
dentro de los plazos fijados por ley, pero la Cámara de Diputados ha retrasa-
do la aprobación de tales informes. (Casar et al., 2010, p. 357)

De esta forma, la capacidad de control del Poder Legislativo siempre 
quedó supeditada a la voluntad política de los partidos en el Congreso. En 
varias ocasiones la Cuenta Pública fue rechazada por el Pleno de la Cámara 
de Diputados, y en otras, la Comisión de Vigilancia no la sometió al Pleno. 
El rechazo de la Cuenta Pública solamente significa una sanción política en 
contra del Poder Ejecutivo, ya que no hay previsión sobre las consecuencias 
legales de un rechazo general. También hay que hacer notar que, si bien 
la Comisión de Vigilancia debe vigilar que la ASF cumpla con los plazos 
establecidos en la ley para la entrega de sus informes, si la Comisión no 
revisa el informe ni lo somete al Pleno, no hay sanciones administrativas 
ni consecuencias políticas para la Cámara de Diputados. La ASF puede 
hacer recomendaciones y, en su caso, sancionar a los sujetos fiscalizados, 
con independencia de que la Comisión de Vigilancia someta o no al Pleno 
el informe. Los legisladores no tienen competencia para alterar el informe 
entregado por la ASF; la autonomía operativa de este organismo alcanza 
para que directamente establezca comunicación con los sujetos obligados y 
les solicite aclaraciones, establezca sanciones administrativas y, en su caso, 
dé vista a la Fiscalía General de la República, antes Procuraduría General de 
la República (PGR).111

Es función de la ASF revisar el ejercicio del gasto público en una con-
cepción amplia, lo que debe implicar la rendición de cuentas en un Estado 
democrático.112 No sólo se trata de evitar desvíos económicos y malversa-
ción de fondos; el auditor superior también debe asegurarse de que toda 
entidad que ejerce recursos federales cumpla con la normativa y evalúe en 

111		 Véase la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, especialmen-
te los artículos 36 al 39. Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFRCF 
_200521.pdf.

112		 Véase Schedler, Andrea, “¿Qué es la rendición de cuentas?”, México, IFAI, 2004, dis-
ponible en: https://home.inai.org.mx/wp-content/documentos/Publicaciones/Documentos/Cuadernillo 
%2003%20B.pdf (fecha de consulta: 26 de diciembre de 2023).
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qué medida las políticas públicas logran los objetivos que se han planteado. 
Es decir, también hay auditorías al desempeño, y las recomendaciones de 
la ASF pueden referirse a la implementación de mejoras para alcanzar los 
objetivos que le marca la normativa a cada institución, no solamente a se-
ñalamientos de actos de corrupción o malversación de fondos.

Vale la pena reflexionar en las primeras resistencias que esta nueva for-
ma de fiscalización de la Cuenta Pública generó en diversas entidades pú-
blicas; a pesar de que desde la ley de 2000, en su artículo 2o., definía a las 
entidades fiscalizadas como: “Los Poderes de la Unión, los entes públicos fe-
derales, las entidades federativas y municipios que ejerzan recursos públicos 
federales y, en general, cualquier entidad, persona física o moral, pública o 
privada que haya recaudado, administrado, manejado o ejercido recursos 
públicos federales”. Ello no evitó que algunas instituciones, en nombre del 
federalismo o de su autonomía, se ampararan para evitar el escrutinio de la 
ASF. Un ejemplo emblemático fueron las universidades públicas que acu-
dieron a la SCJN, aunque no les dio la razón.113

Por último, en el sexenio de Peña Nieto se crearon tanto el Sistema 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección 
de Datos Personales, como el ya mencionado SNA, y la ASF forma parte de 
ambos.

VI. El Pacto por México: 
otra vez legislar por encima de los legisladores

El Pacto por México merece un tratamiento aparte porque logró sacar ade-
lante algunas de las llamadas reformas estructurales que los tres presidentes 
anteriores habían intentado sin éxito. En los veintiún años de gobiernos di-
vididos, en México no hubo ingobernabilidad ni parálisis legislativa, pero 
el PRI fue muy hábil para obstaculizar a los dos presidentes panistas; tanto 
Vicente Fox como Felipe Calderón114 vieron seriamente acotadas sus posibi-

113		 Autonomía universitaria. No se viola por la verificación que haga la 
entidad de fiscalización superior de la Federación (antes Contaduría Mayor 
de Hacienda) de los subsidios federales que se otorgan a las universidades 
públicas. 2a. CXXI/2002. Amparo en Revisión 317/2001, Universidad Autónoma de Ta-
maulipas, 30 de agosto de 2002. Cinco votos, ponente: Mariano Azuela Güitrón, secretaria: 
Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot, instancia: Segunda Sala, fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, p. 396, Tesis Aislada (citada por Hernán-
dez, 2016, p. 405).

114		 Podemos considerar que Vicente Fox y Felipe Calderón fueron presidentes relativa-
mente débiles, si atendemos a un conjunto de factores entre los cuales están: de las cuatro 
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lidades de llevar a cabo algunas de las reformas necesarias para cumplir con 
sus promesas de campaña, en especial las reformas en materia energética 
(petróleo y electricidad); de telecomunicaciones (teléfono, internet, radio y 
televisión); fiscal, y educativa.115

La consigna entre los diferentes partidos parecía ir en sentido de bloquear 
aquellas iniciativas que pudieran impulsar el éxito del gobierno, a menos 
que el gobernante fuera del propio partido. Iniciativas, como la de permitir 
contratos de riesgo en la exploración petrolera, habían sido presentadas al-
ternadamente por el PRI y el PAN durante los sexenios zedillista, foxista y 
calderonista para, en cada caso, resultar bloqueadas por el partido que no se 
encontraba en la Presidencia. Las políticas fiscal, energética, de seguridad 
laboral y educativa habían sido aspectos centrales en las campañas de los tres 
principales candidatos en las contiendas presidenciales de 2000, 2006 y 2012, 
pero más que la búsqueda de acuerdos, los partidos parecían coincidir en la 
intención de impedir que sus oponentes capitalizaran el éxito de las reformas.

Después de al menos cinco legislaturas de obstrucción constante, los fra-
casos del gobierno ya no podían atribuirse únicamente a la incompetencia 
presidencial. (Mirón, 2014, p. 142)

Paradójicamente, estas fueron las materias centrales cuando el PRI re-
gresó al poder en 2012, e impulsadas a través de lo que conocimos como 
el Pacto por México, sin duda fue una innovadora forma de negociación 
entre los tres principales partidos, el PRI, el PAN y el PRD. Carlos Elizondo 
(2017) describe el peculiar proceso de construcción de este acuerdo como 
una iniciativa del PRD —en concreto, de la fracción perredista conocida 
como Nueva Izquierda—, que propuso al PRI iniciar el gobierno de Peña 
Nieto con una gran coalición a la que se sumó el PAN. Cada uno de estos 
tres grandes socios consideró, por diferentes razones, que podría resultarles 
rentable esta nueva forma de negociación.

Hay dos elementos objetivos que, no cabe duda, pesaron en sus respec-
tivas decisiones. El primero, que el desempeño económico de México había 
estado francamente limitado en los quince años que habían transcurrido de 
gobierno dividido. El segundo, que al Poder Legislativo se le señalaba cada 

legislaturas correspondientes, sólo en una el PAN fue la primera minoría en la Cámara de 
Diputados, en las otras tres fue el PRI; el PRI siempre tuvo más gobernadores que el PAN. Si 
bien Fox gozó de lo que se conoció como “bono democrático”, Calderón llegó al poder con 
el cuestionamiento del PRD y su reclamo por un supuesto fraude electoral.

115		 De acuerdo con reiteradas recomendaciones de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico, estas reformas eran necesarias para poder darle un impulso cua-
litativo al crecimiento del PIB en México (Elizondo, 2017).
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vez con mayor frecuencia el estar dominado por una partidocracia que acu-
saba a las élites partidistas de estar más interesadas en defender sus propios 
intereses que en comprometerse con generar mejores condiciones políticas 
y económicas que sirvieran al país por encima de sus mezquinas preocupa-
ciones (Mirón, 2014). Un proceso innegable de lo que Katz y Mair (2018) 
llamaron “la cartelización de los partidos políticos”.

Al día siguiente de la toma de posesión, Enrique Peña Nieto encabezó 
la ceremonia de la firma del Pacto por México, en la que participaron los 
líderes de los tres partidos junto con líderes de la sociedad civil, así como un 
grupo de prominentes empresarios.

Para acordar una agenda común entre los tres principales partidos, el Pacto 
tuvo que incluir una gran cantidad de objetivos. Había un total de 95 acuer-
dos que descansaban en cinco categorías: gobernanza democrática; transpa-
rencia, rendición de cuentas y combate a la corrupción; derechos y libertades; 
seguridad y justicia; y crecimiento económico, empleo y productividad. (Eli-
zondo, 2017, p. 28)116

Si uno lee el texto del Pacto, es fácil descubrir que entre los 95 acuerdos 
hay grandes diferencias cualitativas, que van desde los principales elemen-
tos de la agenda priista en su regreso al poder hasta cosas verdaderamente 
nimias que muy pronto quedarían en el olvido. La gran mayoría de los 
acuerdos quedó sólo en buenas intenciones, quizá porque estaban, de algu-
na manera, diseñados en esa lógica, o quizá porque eran verdaderamente 
inalcanzables, muchos de ellos nunca hubo la menor intención de cumplir-
los, pero fueron agregados sólo para, al final, cerrar el Pacto con la firma 
de los tres grandes partidos.

No obstante, se dieron importantes reformas constitucionales producto 
del Pacto en los primeros dos años del gobierno de Peña Nieto. De acuerdo 
con Elizondo, las principales reformas fueron las siguientes: de transparen-
cia y acceso a la información pública; en competencia económica y teleco-
municaciones; la político-electoral; la educativa; la energética, y la aproba-
ción del Código Único de Procedimientos Penales. En todos los casos fueron 
aprobadas por consensos muy amplios, por encima del 70%, y en algunos 
casos hasta con más del 90%.117

116		 El texto completo del Pacto por México puede consultarse en: https://www.foroconsul 
tivo.org.mx/FCCyT/sites/default/files/pacto_por_mexico.pdf (fecha de consulta: 4 de abril de 2023).

117		 El SNA, a pesar de ser uno de los compromisos del Pacto por México, ya no se apro-
bó con la misma mecánica de discusión entre los tres partidos. El Pacto, y para todo efecto 
práctico el sexenio de Peña Nieto, se agotó en noviembre de 2014, después de que en ese 
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Peña Nieto impulsó sus reformas mayores en las áreas de educación, energía, 
competencia económica, transparencia y el sistema electoral. Este conjunto de 
reformas tocaron cerca del 60 por ciento del número total de artículos consti-
tucionales y adicionaron un inmenso y detallado cuerpo de artículos transito-
rios para el desarrollo de las políticas públicas en las áreas mencionadas. (Pozas 
et al., 2020, p. 8)

El proceso de construcción de la agenda del Pacto por México, así como 
la redacción de cada una de las reformas constitucionales, merecen una re-
flexión, ya que éste fue deslocalizado del Congreso y se contó con la mínima 
participación de los legisladores; ninguna de ellas se “construyó” en el Sena-
do o en la Cámara de Diputados. Fue en la Segob donde se realizó todo el 
proceso de negociación y redacción, en el que los grandes protagonistas fue-
ron los presidentes de los partidos, auxiliados por un pequeño grupo de to-
das sus confianzas. La siguiente cita, a pesar de ser muy extensa, sirve para 
ilustrar cómo es que se generaron tantos acuerdos en un tiempo récord:

Ponerse de acuerdo en un pacto entre líderes de la oposición y el gobierno era 
una cosa, pero, contar con la disciplina de los legisladores para que votaran 
por él, era otra. La mecánica para que no se atoraran las reformas en el Con-
greso fue redactarlas en la secrecía del Pacto. Sólo hasta que los líderes de los 
tres partidos aprobaran su contenido, se enviaba al Congreso y se permitía 
a los grupos de interés afectados revisarla. Si bien se dosificaba su presenta-
ción ante el Congreso, las discusiones respecto de los temas sustantivos, salvo 
el energético, se trabajaban en paralelo. Para evitar ser presionados por los 
intereses afectados, el gobierno y los dos partidos de oposición optaron por 
minimizar el contacto con ellos mientras se redactaban las reformas…

Las reformas constitucionales, que se enviaban al Congreso sólo hasta que 
se llegaba a un consenso entre los miembros del Pacto, eran empujadas rápi-
damente a través de ambas cámaras para disminuir la presión de los grupos 

año se conjuntaran tres eventos de los que el presidente nunca pudo recuperarse: el 30 de 
junio fue la masacre de Tlatlaya, en la que 22 civiles murieron a manos del Ejército; el 26 
de septiembre desaparecieron los 43 estudiantes de la Escuela Normal de Ayotzinapa, he-
cho en el que se presume la complicidad del crimen organizado con las Fuerzas Armadas 
y las autoridades municipales de Iguala, Guerrero, y finalmente, el 9 de noviembre estalló 
el escándalo conocido como la “Casa Blanca”, referido a la adquisición, por parte del 
presidente, de un inmueble en una de las colonias de mayor lujo en la Ciudad de México. 
Después de estos tres eventos la popularidad del presidente cayó sin que pudiera recupe-
rarse en el resto del sexenio (Carrillo, 2022). La discusión y aprobación del Sistema Nacio-
nal se dio en este contexto de descrédito, a través de un procedimiento de lo que se llamó 
“Parlamento Abierto”, en el que la sociedad civil se convirtió en el motor de la discusión. 
No resulta una exageración decir que el SNA fue una imposición no sólo al presidente, 
sino también a los partidos.
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de interés. Por ejemplo, la reforma al Artículo 28, que redefinió las reglas 
para las telecomunicaciones y, más generalmente, la competencia económica, 
fue una profunda reforma constitucional cuyo texto, incluyendo un artículo 
transitorio, tenía 3 782 palabras (como referencia, la Constitución de Estados 
Unidos tiene, en total, 4 400 palabras) fue presentada a la Cámara de Diputa-
dos el 11 de marzo de 2013 y aprobada en el Senado el 21 de marzo. Pasarla 
a través de ambas cámaras para conseguir la aprobación final tomó sólo 14 
días. (Elizondo, 2017, p. 29)

Difícilmente podemos pensar que los acuerdos aprobados en el contex-
to del Pacto son signo de una mejor institucionalización del Congreso o de 
la madurez del pluralismo político mexicano, cuando las iniciativas de ley se 
hicieron en la Segob (Poder Ejecutivo), no se discutieron en comisiones y el 
método de aprobación de las principales reformas constitucionales se logró 
a través de pagos directos a cada uno de los legisladores que votaron a favor 
de las reformas. Los legisladores Ricardo Monreal, en ese momento mili-
tante de Movimiento Ciudadano, y Javier Corral, del PAN,118 denunciaron 
el método de pagos a los líderes parlamentarios, para que ellos, a su vez, los 
distribuyeran entre los legisladores que habían votado a favor; ambos mos-
traron evidencia de las transferencias de la Tesorería de la Federación. El 
desenmascaramiento de este mecanismo de “corrupción legalizada” abonó 
al desprestigio de los partidos políticos y fortaleció la concepción de que la 
nueva democracia mexicana sólo funcionaba a partir de un pacto de com-
plicidades entre las élites partidistas.

No es sencillo hacer un balance justo sobre el papel que jugó el Poder 
Legislativo en las siete legislaturas de gobiernos sin mayoría. Es claro que 
desde antes de 1997 había una preocupación de las oposiciones por im-
pulsar reformas constitucionales y legales que empoderaran al Legislativo 
con dos preocupaciones centrales, complementarias pero diferentes: por un 
lado, establecer un nuevo sistema de controles y equilibrios que acotara tan-
to las facultades constitucionales como las metaconstitucionales del presi-
dente; por otro lado, la “redignificación” del Poder Legislativo suponía tan-
to la institucionalización de la pluralidad como la profesionalización de éste.

La gobernanza del Congreso abrazó la pluralidad, reconoció la fuerza 
de los partidos políticos y, al menos, los tres partidos principales copartici-
paron en sus decisiones más importantes. Sin embargo, la consolidación 
democrática se vio rápidamente ralentizada por la rápida cartelización de 

118		 Ricardo Monreal ha sido militante del PRI, del PRD, de Movimiento Ciudadano y 
de Morena. Por su parte, Javier Corral militó en el PAN hasta que, en 2023, renunció a su 
origen panista para sumarse a las filas de Morena.
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los partidos en el terreno electoral, en el ejercicio del gobierno y en su labor 
legislativa. No hubo un solo espacio de la esfera pública en el que el com-
portamiento de todos los partidos no correspondiera a la deformación de la 
conducta de cartel económico que tan claramente han descrito Katz y Mair. 
El proceso de cartelización ha sido acompañado por la sustitución de mili-
tantes por clientelas electorales y un acelerado proceso de corrupción en el 
ejercicio del poder. Sin pudor alguno, la voluntad de las y los legisladores ha 
sido pagada, tanto en metálico como en cuotas de poder.




